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PROCEDIMIENTO SANCIONADOR *

EN RECAUDACIÓN

Dirección de Recaudación

2014

DR-DI-14-2014

San José,  22 de abril de 2014

Directriz: Procedimiento sancionador en Recaudación.

Señores:

Directores Regionales 

Directora de Grandes Contribuyentes Nacionales

Estimados señores:

La Dirección de Recaudación,  en uso de las facultades otorgadas por los incisos e) y h) del artículo  37, del Decreto Ejecutivo N°35688-H, publicado en La Gaceta N° 14 del 21 de enero de 2010, les remite la presente directriz denominada “Procedimiento Sancionador en Recaudación”.

El presente documento debe formar parte del archivo permanente y ser puesto en conocimiento del personal a su cargo, lo cual deberá constar de forma fehaciente en los archivos del Subdirector o Subgerente respectivo. El incumplimiento injustificado de los lineamientos aquí contenidos acarreará responsabilidades disciplinarias para los funcionarios encargados de su aplicación y superiores inmediatos, quienes deberán velar por el debido conocimiento y la correcta aplicación de esta Directriz por parte del personal a cargo.

Esta directriz deroga las siguientes disposiciones: 

a) Directriz DR-DI-07-2008, ”Procedimiento sancionador por morosidad en el pago del tributo”; 

b) Directriz DR-21-2002, “No aplicación sanción por mora en pagos parciales”

c) El apartado 9. de la Directriz DR-DI-017-10 del 23 de setiembre de 2010 titulado “Competencia del proceso sancionador de acuerdo al artículo 78 del CNPT”.

d) El apartado 2. del Capítulo III, de la Directriz SRUC/002/2007, titulado “Sanciones”.

Rige a partir de su notificación. 

Damaris Jirón Bolaños 

Directora de Recaudación 

V°B° Iliana Chaves Arroyo

Subdirectora Técnico Jurídica en Recaudación
Original:
Archivo Directrices STJR 

c.c. e mail: 
Digesto Tributario, Gerentes, Subgerentes de Recaudación, Funcionarios DR
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A. INTRODUCCIÓN

A partir de la entrada en vigencia de la Ley 9069: “Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria” del 28 de setiembre de 2012, se modificaron varios artículos del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley Nº 4755 de 3 de mayo de 1971 y sus reformas, entre ellos normas en materia de sanciones administrativas, que requieren de la necesidad de uniformar el procedimiento para la imposición de las sanciones.

Se requiere establecer una guía para todos aquellos funcionarios que en el ejercicio de su función se les encarga instruir un procedimiento por infracciones administrativas donde resulta aplicable los principios inspiradores del orden Penal, con ciertos matices. Por ello, es fundamental que los funcionarios de las áreas de Recaudación, cuenten con los conocimientos necesarios para ejecutar dicha tarea y sean orientados a velar que el procedimiento se desarrolle en forma objetiva y se garantice el debido proceso.

B. OBJETIVO 

Instruir a los funcionarios de las Administraciones Tributarias, de una guía uniforme para la aplicación de las sanciones por infracciones administrativas contempladas en los artículos 78, 80, 80 bis, 81, 86 y 87 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (en adelante “CNPT”) para que se respete el debido proceso y los principios rectores de este procedimiento.

C. RESPONSABLES

El (la) Gerente de la  Administración Tributaria o el Director (a) de Grandes Contribuyentes, según el caso,  será el órgano competente para imponer las sanciones por infracciones administrativas aprobando con su firma la resolución correspondiente.

Corresponderá a las áreas de recaudación la instrucción del expediente y preparación de la resolución para la firma del Gerente así como de las resoluciones que atiendan los  recursos de revocatoria y apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo. El Subgerente o Subdirector de Recaudación y el coordinador del área respectiva, si lo hubiera, deberán velar porque los expedientes sancionatorios y las actuaciones que se emitan sean conforme a derecho y a lo que se haya instruido sobre conformación de expediente e  instrucción de los mismos en la Directriz DR-15-2006. En especial deberán velar porque la resolución que impone la sanción esté debidamente sustentada, y la que atiende la revocatoria se refiera a todos y cada uno de los argumentos del reclamante.

D. NORMATIVA DE LAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS DEL ÁREA DE RECAUDACIÓN 

Artículos 74,  78,  80,  80 bis, 81, inciso 1., apartado c),  86, 87, 147, 137  y 150 del CNPT

E. ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS PRECEDENTES Y ACLARACIONES

1. Acta de Hechos 

Documento que describe hechos verificados por el funcionario que la confecciona, quien tiene fe pública para hacerlos constar. Tiene una relevancia importante para la demostración de los hechos relativos a la infracción, siendo esta la principal prueba en los casos en que se dirá. 

Para algunos de los tipos de infracciones, tales como las establecidas en los artículos 78 “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción” y  87 “Destrucción o Alteración de Sellos”, se requiere el levantamiento de una acta de hechos en la que se hagan constar los hechos detectados que sustenten la propuesta motivada y la aplicación de la sanción que corresponda.

El Acta debe ser redactada con letra clara y legible, sin salirse de los márgenes, sin tachones de ningún tipo ni borrones o algo que pueda suponer alteración.

Debe hacerse una descripción detallada de los hechos constatados y de lo manifestado por los entrevistados, si los hubiera, procurando transmitir fielmente las palabras, evitando suposiciones, conclusiones o juicios de valor.

	Acta de hechos
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a) Correcciones al Acta o adiciones

Las correcciones pueden ponerse de seguido a las frases erróneas pero sin tachar estas sino aclarando al final, por ejemplo:

 “en línea xx de la página xx de esta acta no se lea “xxx””.

Otra forma de corregir es indicar al final:

 “en línea xx de la página xx de esta acta en lugar de  “xxx” léase “xxx””.

Las correcciones se hacen al finalizar el acta, antes del cierre. Así como adición de hechos a los ya descritos.

Si ya se hubiera hecho el cierre. Después de las firmas se indicará: “Otro sí” y a continuación se describirá la corrección o se adicionan los hechos, debiendo firmar nuevamente todos los participantes. 

En todo caso, la copia que se entregue al interesado debe ser idéntica, conteniendo todas las correcciones y adiciones.

b) Acta que adiciona hechos

Bajo ninguna circunstancia se introducirán modificaciones al original del acta que no consten también en la copia que se entregue al interesado.

Si después de haber entregado la copia se detectan otros hechos relevantes y el interesado no colabora devolviendo la copia para hacer constar la corrección o adición de hechos, se deberá confeccionar una segunda acta describiendo los nuevos hechos, indicando que se adiciona el acta anterior, así: 

Después de donde dice “De conformidad con los artículos 103, 104, 116, 123 y concordantes del Código de Normas y Procedimientos Tributarios hago (hacen) constar lo siguiente:” se indicará: 

“que previamente a esta Acta se ha levantado el Acta de Hechos de las xxx horas del (fecha) respecto al mismo contribuyente, la cual se procede a (corregir, aclarar o adicionar)  en el siguiente sentido: ….”.

c) Cierre del acta

El cierre del acta expresa que la misma se leyó al compareciente y que el Acta se, se tiene por terminada, así como de que en ese acto se entrega copia al compareciente.

Antes de la firma  del funcionario  tributario se pide al compareciente que firme, si firma, en el cierre se indica, después de “quien”: “deja constancia del recibido con su firma”. Si no lo hace se indica “no quiso firmar”. 

Finalmente firma el funcionario o funcionarios tributarios.

d) Entrega  de una copia del Acta

Se le entregará  al compareciente  de una copia de del Acta, debidamente  firmada.  El original del Acta se archivará en el expediente sancionador.

2. Carácter de los términos y plazos

Salvo indicación expresa los plazos y términos a que se refiere esta directriz son de carácter ordenatorio, no perentorio.

3. Casos de autoliquidación de la sanción

No será necesario dictar resolución sancionatoria alguna en los casos en el que el interesado autoliquide la sanción, salvo que la autoliquidación sea por un monto inferior al correspondiente.

4. Selección de casos para  iniciar el procedimiento sancionador

Salvo que exista disposición expresa por parte de esta Dirección, las Direcciones Regionales serán las responsables de determinar los casos en que se iniciará el procedimiento sancionatorio, de acuerdo con los recursos con que cuente cada Administración, tomando en cuenta los siguientes criterios:

· Los casos en que persista el incumplimiento tendrán prioridad sobre los casos en que ya se reparó el incumplimiento, sin perjuicio de que también se sancionen estos últimos.

· Los casos con montos de sanción pecuniaria más alto tendrán prioridad sobre los casos de menor monto, sin perjuicio de que también se sancionen estos últimos.

· No se iniciará el  proceso sancionador en aquellos casos en que deuda por la sanción sea inferior al monto exiguo establecido para cobro judicial.

· Las Direcciones Regionales y Dirección de Grandes Contribuyentes pueden establecer discrecionalmente trámites adicionales de persuasión antes de iniciar procedimientos sancionatorios de determinada naturaleza para buscar que el infractor subsane el incumplimiento (con la salvedad de la prevención prevista por el artículo 86), y en esos casos determinar que se sancionen a los que persisten en el incumplimiento, en el entendido de que las persuasiones no forman parte de los supuestos de hecho de la infracción. Únicamente son tomadas en cuenta la existencia de persuasiones para los efectos del artículo 88 CNPT (reducción de sanciones).

F. PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

1. Inicio del procedimiento sancionador  y prueba documental. 

a) Inicio mediante propuesta motivada

De acuerdo con lo establecido en el artículo 150 del CNPT, el expediente sancionador  se deberá iniciar mediante una propuesta motivada elaborada  por el funcionario que haya tenido a su cargo el estudio del caso o la inspección de campo, en la que se detecte la acción u omisión que constituya la infracción tributaria, y deberá confeccionarse al más tardar el quinto día hábil siguiente a la comprobación de los hechos.

b) Inicio mediante resolución sancionatoria

En el caso de la infracción del inciso c) del artículo 81 CNPT no se requiere propuesta motivada, sino que el expediente se inicia con el dictado y notificación de la resolución. 

La prueba documental la constituye la resolución firme que rechaza la solicitud de devolución o compensación. En este caso la resolución sancionatoria deberá dictarse y notificarse a más tardar el quinto día hábil siguiente a la firmeza de dicha resolución.

c) Requisitos de los documentos probatorios

Los documentos en que constan los hechos tipificados como constituyentes de la infracción (acta de hechos, requerimiento, impresiones del sistema, resolución en firme indicada en el inciso anterior, etc.)  pueden ser originales o copias certificadas de los mismos. 

En caso de tratarse de copia certificada esta deberá emitirla el superior del área donde se custodie la original, indicando:

(NOMBRE)

(CARGO Y OFICINA)

DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE…

Certifica: Que las anteriores (cantidad) copias que llevan el sello de esta oficina son copia fiel y exacta de su original, correspondiente a folio (s) …. del expediente de trámite de (asunto) a nombre de XXXXXX, cédula XXXXXX, el cual se encuentra en poder de esta oficina.-.

Se extiende la presente para efectos administrativos en (lugar), a las …. horas del …. de …. de dos mil …. Exenta de derechos.

(Firma y sello)

Las impresiones del sistema deben estar debidamente firmadas por el funcionario que las emitió con el sello de la oficina. 

2. Resolución 

La resolución deberá confeccionarse, suscribirse y notificarse dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de emisión de la propuesta motivada (artículo 150 párrafo 1° del CNPT), o de la firmeza de la resolución que rechaza la compensación o devolución en el caso de infracciones tipificadas en el artículo 81 inciso c). 

Las resoluciones que imponen una sanción deberán contener al menos:

a) Encabezado

Número de resolución y Administración tributaria, enunciación del lugar y fecha; tipo de infracción que se conoce, con referencia del tributo y el período fiscal si correspondiera, nombre y cédula del infractor. 

b) Resultandos

Enumeración de los hechos que constan en el expediente, sin calificación legal alguna. El último resultando expresa una apreciación de que se han cumplido los trámites de ley en la sustentación del proceso.

c) Considerandos

Consisten en la apreciación de las pruebas que constan en el expediente a la luz de la normativa y las consecuencias que se generan. Debe existir una valoración jurídica de los hechos expuestos en la  propuesta motivada y de los demás documentos probatorios que consten en el expediente. De manera que se expongan claramente los fundamentos de la decisión, esto es: la motivación. Cuando corresponda se hace una determinación de los montos exigibles por concepto de sanción detallando con claridad los parámetros que se utilizan.

· En cuanto a la motivación

La resolución debe ser motivada, conforme se indica en los artículos 147 y 187 CNPT, lo cual consistirá en la referencia explícita de las razones de hecho y de derecho que sirven de fundamento a la decisión.  La falta de motivación causa nulidad de la resolución, razón por la que la resolución debe contener un análisis de al menos los siguientes aspectos: 

i. Naturaleza de la infracción y sanción tipificadas 

Se hace una referencia al artículo que tipifica la infracción y se realiza un encuadre de los hechos descritos en el tipo legal.

ii.  Atribución de la infracción al sujeto pasivo

Para esto deben identificarse elemento subjetivo y objetivo de infracción. El primero se refiere al tipo de conducta mostrada por el infractor ante la obligación que tiene según el tipo de infracción. Conforme al artículo 71 del CNPT, es suficiente que el infractor actúe con mera negligencia en la atención al deber de cuidado que debió tener por cumplir con la obligación en el plazo y los términos por la ley o por requerimiento de la Administración.  En la mayoría de las infracciones tipificadas por el CNPT no se requiere de una conducta dolosa o alevosa, por parte del infractor para que se presente el elemento subjetivo de la infracción, ni la demostración de la intención por parte de la Administración, basta con la comprobación del incumplimiento.

En cuanto al elemento objetivo consiste en la conducta antijurídica que realiza el sujeto infractor, es decir: incurrir en la falta que se tipifica en cada infracción. Para atribuir esa conducta se requiere verificar la existencia de los siguientes componentes: una obligación, un plazo vencido para cumplir con la obligación, un sujeto obligado que incumplió la obligación.

En los considerandos se tiene por demostrada la comisión de la falta por la constatación de los hechos, teniéndose por debidamente acreditada la comisión de la conducta infractora al sujeto pasivo. Es importante que, si existen elementos que evidencian su previo conocimiento o advertencia  o su reincidencia, se haga alusión a estos hechos como agravantes de la conducta. 

En la mayoría de los casos se considerará lo dispuesto por el artículo 71 CNPT, en el sentido de que las infracciones administrativas son sancionables, incluso a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios, ya que estos existen con antelación a la infracción, por cuanto esta supone el incumplimiento de alguna de las obligaciones o deberes a cargo del sujeto pasivo.

iii. Lesión del bien jurídico tutelado

Sin perjuicio de que en un caso en particular exista otro bien jurídico vulnerado, en todos los casos de sanciones, el bien jurídico tutelado es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Se debe indicar de qué manera la conducta infractora ha lesionado estos bienes.

iv. Inexistencia de causas eximentes de culpabilidad 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Tales causas eximentes podrían más bien ser alegadas por el interesado al recurrir, por lo que basta con hacer mención de que no se aprecian en el expediente tales causas en el sentido de que no constan a la Administración.

d) Por tanto

Imposición de la sanción al sujeto pasivo e indicación de los recursos que puede interponer y plazos para su interposición.

e) Firma y sello 

Salvo en lo referente a la sanción de cierre de negocios, conforme indica el artículo 1° de la Resolución N° DGT-R-011-13 de las quince horas del primero de marzo de dos mil trece, hasta que no exista un criterio legal que establezca quien ostenta la competencia para firmar los actos administrativos en las administraciones territoriales y de grandes contribuyentes, se seguirán firmando en forma conjunta por los gerentes y subgerentes de las Administraciones Territoriales y de la Administración de Grandes Contribuyentes Nacionales.

En cuanto al cierre de negocios, conforme al Artículo 258 del RPT la sanción solo la debe firmar el Gerente o el Director de Grandes Contribuyentes Nacionales, quienes también son los competentes para conocer del recurso de revocatoria.

3. Notificación de la resolución 

Se notificará una copia de la resolución al interesado. El original de la resolución junto con el acta de notificación formará parte del expediente sancionador.

4. Recursos

a) Plazos para su interposición 

Contra dicha resolución cabrá el recurso de revocatoria ante el órgano que dictó el acto o el recurso de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo  dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación. El plazo para interposición de recursos contra infracciones tipificadas por el inciso c) del  artículo 81 del CNPT es de 30 días hábiles. 

b) Inadmisibilidad de recurso interpuesto en segundo lugar.

Conforme al inciso b) del artículo 145, si dentro del plazo para recurrir se interponen ambos recursos, se declarará inadmisible el presentado en segundo lugar. Aún cuando se interpongan en un mismo escrito, se estará al orden utilizado por el reclamante. 

Para esto se utilizará un auto que indicará, según el caso:

i) Si rechaza la revocatoria presentada después de la apelación: 

(N°, Administración Tributaria, lugar, fecha). Visto(s)  el (los) escrito (s) a folio (s) _____, habiéndose presentado primero recurso de apelación y en segundo lugar recurso de revocatoria contra la resolución de esta Administración  (N° y fecha), de conformidad con el inciso b) del artículo 145 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, se declara inadmisible el recurso de revocatoria presentado. Continúese con la tramitación del expediente. De conformidad con el artículo 156 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios se emplaza al (a la) reclamante para que se apersone ante el Tribunal Fiscal Administrativo dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación del presente auto, con el propósito de que presente, si lo tiene a bien, los alegatos y pruebas pertinentes en defensa de sus derechos.- Notifíquese.-

ii) Si rechaza la apelación presentada después de la revocatoria: 

(N°, Administración Tributaria, lugar, fecha). Visto(s)  el (los) escrito (s) a folio (s) _____, habiéndose presentado primero recurso de revocatoria y en segundo lugar recurso de apelación contra la resolución de esta Administración  (N° y fecha), de conformidad con el inciso b) del artículo 145 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, se declara inadmisible el recurso de apelación presentado, sin perjuicio del derecho que le asiste al (a la) interesado (a) de interponer dicho recurso contra la resolución que resuelva la revocatoria. Continúese con la tramitación del expediente procediendo al dictado de la resolución respectiva.-  Notifíquese.-

c) Revocatoria

Si el contribuyente optó por interponer recurso de revocatoria le corresponde al órgano que dictó el acto entrar a conocerlo. 

La resolución que atiende el recurso de revocatoria debe referirse de forma clara a todos y cada uno de los alegatos que plantee el recurrente, sin excepción, y en cada caso deberá hacer una conclusión de si el alegato es o no de recibo.

En todos los casos el recurso de revocatoria deberá resolverse y notificarse la resolución respectiva dentro del plazo de treinta días hábiles siguientes a su interposición (artículo 146 y 150 CNPT). El formato de la resolución es similar al descrito para la resolución sancionatoria, indicando:

En los resultandos: 

Los datos identificativos y por tanto de la resolución sancionatoria. 

Los datos de interposición del recurso y un resumen de los alegatos (no una copia textual), enumerándolos debidamente. Con indicación de la prueba que presenta.

El último resultando expresa una apreciación de que se han cumplido los trámites de ley en la sustentación del proceso.

En los Considerandos: 

La referencia explícita a todos y cada uno de los alegatos presentados en el escrito de revocatoria, manifestando expresamente si son o no de recibo con el análisis de las razones de hecho y de derecho correspondientes.  La falta de análisis de alguno de los alegatos causa nulidad de la resolución, razón por la que se considera que la enumeración de los alegatos en los Resultandos, ayuda al resolutor a su identificación, diferenciación, y posterior análisis en los Considerandos. 

En el Por tanto: 

Si se rechaza o no el recurso de revocatoria. Y, en caso de rechazo, la indicación del recurso que puede interponer y el plazo para su interposición.
Contra esta resolución cabe el recurso de apelación dentro de los cinco días siguientes a su notificación (artículo 150 CNPT), salvo que se refiera a la infracción tipificada en el inciso c) del artículo 81 del CNPT, en cuyo caso son treinta días (artículos146 y 150 CNPT).

d) Apelación

En caso de que se interponga recurso de apelación contra la primera resolución o, en su defecto, contra la que deniega la revocatoria, la Administración Tributaria dictará un auto ordenando la remisión del expediente al Tribunal Fiscal Administrativo. Así:

(N°, Administración Tributaria, lugar, fecha). Visto el escrito a folio  _____, habiéndose presentado recurso de apelación contra la resolución de esta Administración  (N° y fecha), de conformidad con el artículo 156 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios se emplaza al (a la) reclamante para que se apersone ante el Tribunal Fiscal Administrativo dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación del presente auto, con el propósito de que presente, si lo tiene a bien, los alegatos y pruebas pertinentes en defensa de sus derechos.- Notifíquese.-

5. Firmeza y ejecutoriedad de la sanción

Trascurrido el plazo para la interposición de recursos sin que los mismos se interpusieran, o habiéndose resuelto y notificado la resolución que atiende el último recurso interpuesto, la sanción quedará firme.

En caso de sanciones pecuniarias, son exigibles a partir de los 3 días de su firmeza

a) Sanciones pecuniarias

Los intereses sobre las sanciones pecuniarias  corren a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije. (Artículo 75 del CNPT), y se calculan sobre el monto de la sanción. 

Recuérdese que tanto el monto de la sanción como los intereses que esta devenga son totalmente independientes del monto de la deuda y sus recargos cuya morosidad origina la sanción. 

Una vez en firme la deuda por la sanción y de no ser cancelada dentro de los tres días siguientes, debe ser requerida a más tardar dentro de los siguientes quince días hábiles, mediante el comunicado que establece el artículo 192 del CNPT, y trasladarse a cobro judicial en caso de persistir su morosidad.

b) Cierre de negocios

El cierre de negocio es ejecutable inmediatamente después de su firmeza.  Por lo que la Administración Tributaria deberá programar su ejecución a más tardar dentro de los 15 días hábiles siguientes. 

G.  CUESTIONES ESPECÍFICAS DE CADA INFRACCIÓN 

1. Artículo 78. Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción. 

El contribuyente tiene la obligación de mantener actualizados todos sus datos, no obstante, de acuerdo con el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, sólo está sujeto a sanción cuando el contribuyente, dentro del plazo reglamentario:

· No se inscribe 

· No se desinscribe

· No actualiza domicilio fiscal 

· No actualiza la información del representante legal. 

Conforme a los artículos 22 y siguientes del Reglamento del Procedimiento tributario el plazo reglamentario para cada una de esas actuaciones es de diez días hábiles. Respecto a la actualización del representante, el cambio debe entenderse, para que tenga efectos ante terceros, a partir de su inscripción en el Registro Público, momento a partir del cual corren los diez días.

Las vías para comprobar la infracción pueden ser dos:

a) Cuando el sujeto de forma voluntaria  cumpla el deber formal respectivo fuera del término arriba indicado. En este caso, al dictar la resolución sancionatoria, se deberá tomar en cuenta la reducción que le corresponde conforme al artículo 88 CNPT.

b) Cuando la Administración Tributaria por actuación de oficio (por trabajo de campo u otro modo de verificación de la información), verifique que no se ha cumplido con el deber formal en el plazo indicado.

No es necesario que se haya notificado requerimiento previo alguno de cumplir con alguno de estos deberes formales  para que se configure la infracción.

La prueba del hecho generalmente se documentará por un acta de hechos, o por la emisión de una certificación registral, según el caso.

La sanción debe imponerse cuando exista seguridad en su monto, lo cual se da:

· cuando se ha cumplido con el deber formal, porque ya se sabe hasta cuándo calcular la multa, o 

· cuando ya alcanzó el tope de tres salarios base, aunque no haya cumplido el deber formal, porque su monto no va aumentar.

Por lo anterior pueden darse los siguientes supuestos en que corresponde sancionar:

· Cuando cumple tardíamente antes de alcanzar el tope, por cuanto se calcula sobre el plazo de incumplimiento transcurrido.

· Cuando cumple tardíamente y ya ha alcanzado el tope. 

· Cuando no ha cumplido pero ya alcanzó el tope.

Como se dijo, en los casos de cumplimiento del deber formal, hay que tomar en cuenta si medió o no actuación previa de la Administración Tributaria para aplicar las reducciones establecidas en el artículo 88 CNPT.
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2.  Artículo 80. Morosidad en el pago de tributos determinados por la administración tributaria

El plazo para el pago en deudas contempladas por el artículo 80 es de treinta días a partir de que se le notifica del acto de liquidación de oficio (ALO) en caso de procedimientos de determinación regulados por el artículo 144 CNPT, o a partir de que vence el período de pago de otros tributos que no son susceptibles de autoliquidación.

No aplica sanción alguna por morosidad en la cancelación de pagos parciales, según criterio de esta División confirmado por oficio DGT-1104-02 del Director General.

La sanción se aplica a los sujetos pasivos que no paguen a tiempo las deudas tributarias a su cargo, y consiste en una multa equivalente a un uno por ciento (1%), por cada  mes o fracción de mes transcurrido desde el momento en que debió satisfacerse la obligación hasta la fecha del pago efectivo del tributo. Se calculará sobre la suma sin pagar a tiempo,  y en ningún caso superará el 20% del monto del impuesto a pagar.

El plazo debe computarse de fecha a fecha, de conformidad con lo dispuesto en el inciso a) del artículo 10 del CNPT.

Así por ejemplo: si la obligación vence el día 18 de enero y el sujeto pasivo procede a su efectivo pago hasta el 18 de marzo siguiente, se debe de contabilizar los meses de incumplimiento de fecha a fecha, resultando en dos meses naturales en que el contribuyente se ha mantenido en estado de incumplimiento, para una multa del 2%.   En  caso de cancelar el 15 de abril siguiente, la multa es del 3%  y de cancelar el 24 de abril la multa se  incrementaría a un 4%.     

En caso de fraccionamientos de pago, si la sanción no está firme, se condicionará el otorgamiento de la facilidad de pago a que el contribuyente proceda a autoliquidar y pagar la sanción por morosidad.  Conforme se regula en la normativa correspondiente a facilidades de pago.

Prueba: Los documentos que acreditan la comisión de la infracción son las impresiones del sistema donde consta que el monto está al descubierto.

La imposición de la sanción es independiente del procedimiento de cobro del tributo el cual puede instarse inmediatamente que finalice el plazo para el pago.

La sanción debe imponerse cuando que haya seguridad en su monto, lo cual se da:

· cuando se ha pagado el tributo adeudado, porque ya se sabe hasta cuándo calcular la multa, o  cuando ya alcanzó el tope aunque no haya pagado, porque su monto no va aumentar :

Por lo anterior pueden darse los siguientes supuestos en que corresponde sancionar:

· Cuando paga tardíamente el tributo antes de alcanzar el tope del 20%, por cuanto se calcula sobre el plazo de morosidad transcurrido.

· Cuando paga tardíamente el tributo y ya ha alcanzado el tope del 20%.

· Cuando no ha pagado el tributo pero ya alcanzó el topo del 20%.
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3. Artículo 80 bis. Morosidad en el pago de tributos autodeterminados

El plazo para el pago en deudas contempladas por el artículo 80, rige  a partir de la fecha en que debió cancelar el impuesto según la ley correspondiente.

Aplican las consideraciones del párrafo dos y siguientes del apartado anterior.

Pueden darse los siguientes supuestos en que corresponde sancionar:
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4. Artículo 81, párrafo 1° inciso c). Infracción material por solicitud improcedente de compensación o devolución

Este tipo de infracción castiga el daño al bien jurídico en grado de tentativa, es decir, el obtener el crédito no se llega a concretar porque se refiere a una solicitud de compensación o devolución improcedente, y para que haya certeza en su improcedencia debe haber sido rechazada mediante resolución firme, en el proceso devolutivo o de compensación. 

Si bien, al tratarse de tentativa, no se concreta el daño al bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien, el tipo legal considera sancionable la intención de pretender la devolución o compensación que implica concretar dicho daño. 

En estos casos no debe confeccionarse la propuesta motivada sino que el procedimiento inicia con la notificación de la resolución sancionatoria. Previamente debe quedar firme la resolución que deniega la compensación o devolución.

Aclaramos que en el área de Recaudación no se llevará a cabo el procedimiento sancionador por el supuesto del inciso d) del párrafo 1° mismo artículo, por cuanto únicamente mediante procedimiento determinativo, sería posible verificar que obtuvo una devolución indebidamente, correspondiendo al área que lo determina instar el procedimiento sancionador.

Conforme al artículo 214 del Reglamento del Procedimiento Tributario solo existe suspensión de la solicitud cuando se recomienda ante los órganos de control tributario el inicio de actuaciones orientadas a la liquidación tributaria de oficio, durante treinta días hábiles. Si se da inicio a la actuación de comprobación dentro de ese plazo se procederá al archivo de la solicitud de devolución,  por encontrarse el crédito sujeto al procedimiento de comprobación. 

En el caso del trámite de una compensación, la Administración Tributaria procederá a notificar al interesado la denegatoria de la solicitud al encontrarse el crédito sujeto al procedimiento de comprobación y le instará a hacer pago de la deuda dentro del plazo de quince días hábiles, sin perjuicio de los intereses que correspondan. Vencido ese plazo sin que haya pagado la deuda, iniciará o continuará, según sea el caso, el procedimiento de cobro. 

Se procede así con la compensación para evitar la prescripción de la deuda correspondiente, ya que la comprobación del crédito en el determinativo no interrumpe la prescripción de aquella.

Conforme a esa nueva normativa, al archivarse la solicitud de devolución, por encontrarse el crédito sujeto al procedimiento de comprobación, no se conoce sobre la misma y se tienen por no interpuesta. 

Nótese que en el momento del archivo de la solicitud de devolución o en la denegatoria de la de compensación, no hay certeza de la existencia del crédito, por lo que no corresponde instar en estos casos el procedimiento sancionador por el supuesto del inciso c) del párrafo 1° del artículo 81 CNPT.

La sanción es distinta según la gravedad de la infracción, a saber: normal, grave y muy grave.

La base de la sanción en todos los casos es la cantidad solicitada indebidamente. En todo caso la base no debe superar los 500 salarios base porque de lo contrario constituye delito.

	TIPO DE INFRACCIÓN:
	COMÚN
	GRAVE
	MUY GRAVE

	SUPUESTOS PARA QUE SE CONFIGURE:
	Es la que se configura normalmente con la presentación de la solicitud, salvo que se den los supuestos de “grave” y “muy grave”
	1. Si hay ocultación de datos y que

2. el monto de la deuda producto de la ocultación sea superior al 10% de la base de la sanción
	Si se utilizan medios fraudulentos descritos en art. 81

	SANCIÓN:
	50% sobre la base de la sanción.


	100% de la base de la sanción
	150% de la base de la sanción


a) Infracciones graves

Se entenderá que hay ocultación de datos, para configurar infracciones graves (inciso a) del párrafo 3° del artículo 81), cuando:

i. No se presenten declaraciones.

ii. Se presenten declaraciones en las que se incluyan hechos u operaciones inexistentes o con importes falsos, o en las que se omitan total o parcialmente operaciones, ingresos, rentas, productos, bienes o cualquier otro dato que incida en la determinación de la deuda tributaria.

b) Infracciones muy graves

De los medios fraudulentos para configurar infracciones muy graves (inciso b) del párrafo 3° del artículo 81) sólo pueden detectarse en el área de recaudación las descritas en el subinciso ii, a saber: “El empleo de facturas, justificantes u otros documentos  falsos o falseados, siempre que la incidencia de los documentos o soportes falsos o falseados represente un porcentaje superior al diez por ciento (10%) de la base de la sanción”.

Respecto a los supuestos de los incisos i) e iii), este tipo de anomalías no corresponde detectarlas a las áreas de recaudación porque no deben realizar labores de verificación de esta índole. El área de Recaudación debe abstenerse de investigar sobre estos aspectos sino recomendar el inicio de actuaciones determinativas conforme al artículo 214 RPT, por lo que por la infracción no se verificará  a raíz del procedimiento de devolución, sino que lo sería eventualmente en del de comprobación. 
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5. Artículo 86. Cierre de negocios por incumplimiento de deberes materiales

Requerimiento de pago 

Para comisión de la infracción del artículo 86 (Infracciones que dan lugar al cierre de negocios), se requiere que previamente se haya notificado un requerimiento (de cumplimiento, en un plazo determinado, del deber material correspondiente), y que haya incumplimiento por parte del emplazado. 

En el expediente sancionador debe archivarse la copia del requerimiento respectivo y el original del acta de notificación del mismo. 

Conforme al inciso 2) del artículo 255 del Reglamento del Procedimiento Tributario, el requerimiento lo constituye el aviso de cobro que establece el artículo 192 del CNPT, normado por la Subdirección de Administración de Cuenta Integral y Devoluciones, no se requerirá de otro requerimiento distinto al del 192 CNPT.

a) Infracciones que dan lugar al cierre de negocios por incumplimiento de deberes materiales

Se configura la infracción cuando el sujeto pasivo incumpla dentro del plazo de ley con el requerimiento formal de ingresar al Fisco las sumas (artículos 86 p.3°  CNPT, 255 P.1° RPT):

a) Que hubiera retenido en su condición de agente de retención, 

b) Que hubiera percibido en su condición de agente de percepción,

c) Que hubiere cobrado en condición de contribuyente del Impuesto General sobre las Ventas, o

d) Que hubiere cobrado en condición de contribuyente del Impuesto Selectivo de Consumo. 

El requerimiento lo constituye el aviso de cobro que establece el artículo 192 del CNPT (art. 255 p.2° RPT)

Verificado el incumplimiento, procede confeccionar la propuesta motivada en aplicación analógica del procedimiento establecido para el caso de morosidad, conforme al artículo 6 del Código, por cuanto el 150 CNPT es omiso en indicar para este supuesto si procede o no la propuesta motivada (art. 255 p. 3° RPT).

Una vez asignado el expediente, dentro de los cinco días siguientes debe dictarse la resolución sancionatoria y notificarse (art.257 RPT)

Para proceder la infracción es necesario que sea demostrable que efectivamente hubo retención o cobro, lo cual se da si el mismo sujeto pasivo ha autoliquidado el monto correspondiente.

No obstante, si la deuda proviene de una liquidación de la Administración Tributaria, debe demostrarse en el procedimiento correspondiente que se efectuó la retención o cobro, si no fue así, por ejemplo porque se estima el impuesto general sobre las ventas en relación al impuesto sobre la renta determinado,  no se demuestra fehacientemente el cobro del primero sino lo que hubiera correspondido cobrar por ese concepto y enterar al Fisco, por lo que no se iniciará el procedimiento sancionador.

Conforme al Artículo 258 del RPT la sanción solo la debe firmar el Gerente o el Director de Grandes Contribuyentes Nacionales, quienes también son los competentes para conocer del recurso de revocatoria.

Debido a que en algunas ocasiones el Tribunal Fiscal Administrativo ha desestimado la imposición de la sanción porque ha habido pago de la deuda fuera del plazo de quince días, se adjunta una resolución para estos casos donde se ahonda más en el daño al Fisco que esto ocasiona.
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b) Ejecución del cierre de negocios

Respecto a la ejecución, el artículo 260 RPT describe el procedimiento con detalle:

“Artículo 260.- Ejecución de la sanción de cierre de negocios.

Una vez firme la resolución en vía administrativa que impone la sanción de cierre, esta debe ejecutarse de manera inmediata, sin requerir más trámite.

La ejecución de cierre estará a cargo de, al menos, dos funcionarios de la Administración Tributaria correspondiente y un miembro de la Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda, o del Cuerpo Policial que se requiera.

Los cuerpos policiales deberán actuar en estricto apego a las atribuciones otorgadas por la Ley General de Policía, Reglamento de Organización del Ministerio de Seguridad Pública, Reglamento de la Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda y demás normativa conexa según corresponda, colaborando en la ejecución del cierre de negocio de manera tal que intervendrán haciendo valer su autoridad para que los funcionarios de la Administración Tributaria puedan ejecutar el cierre de negocio en caso de renuencia u oposición del afectado o terceros, y resguardando la integridad física de dichos funcionarios.

El cierre del negocio podrá efectuarse en presencia del contribuyente, su representante legal o cualquier empleado que se encuentre en el establecimiento comercial al momento de la ejecución de la sanción. De todo lo actuado se levantará un acta que deberá ser firmada por todos los funcionarios administrativos y de policía que intervinieron en el cierre del negocio, así como por la persona encargada de cada establecimiento. En caso de que éste se niegue a firmar o no supiere o si por alguna situación no lo pudiere hacer, se hará constar esta circunstancia.

La sanción de cierre de un establecimiento se hará constar por medio de sellos oficiales colocados en puertas, ventanas u otros lugares del negocio. Los daños y deterioros que sufra el establecimiento comercial producto de la colocación y retiro de los sellos oficiales, será responsabilidad del contribuyente y bajo ninguna circunstancia se atribuirá a la Administración.

Cuando a la hora de ejecutar el cierre se compruebe que el obligado tributario ha cesado sus actividades comerciales, por lo que no cuenta con ningún local comercial que cerrar, se hará constar tal situación en el acta y se procederá a disponer el archivo del expediente sin más trámite.”

En armonía con lo que se dirá de la suspensión, se ejecutará el cierre después de trascurridos treinta (30) días siguientes a la firmeza de la resolución correspondiente. 

Mientras tanto deberá prepararse lo necesario para la ejecución y coordinarse con los cuerpos policiales para que, una vez cumplido dicho plazo se proceda sin mayor dilación a efectuar el cierre.

El art. 261 RPT habilita las veinticuatro horas de los siete días de la semana para ejecutar cierres de negocio. En el Acta que acredita la ejecución del cierre deberá indicarse que la sanción concluye a la misma hora de cierre del Acta a que se refiere este artículo con la advertencia de que si los retira, obstruye o altera de cualquier forma puede incurrir en la infracción tipificada en el artículo 87 CNPT.

Esto último es muy importante porque sustentará la prueba en caso de que se incurra en la infracción de destrucción o alteración de sellos.

c) Suspensión del cierre de negocios
Por su parte el art. 264 indica que la suspensión del cierre de negocios sólo se dará cuando conste fehacientemente que alguna autoridad judicial competente haya emitido una orden para detener la ejecución y que la simple presentación de una medida cautelar tendiente a obtener la orden judicial de suspensión, no suspende la eficacia del acto administrativo ejecutorio, “con excepción de los casos en que el contribuyente demuestre haber incoado este proceso dentro de los treinta días hábiles siguientes a la notificación del acto que agota la vía administrativa” (párrafo 1° in fine).

Se entenderá por incoado el proceso que el interesado solicita a la autoridad judicial la aplicación de la medida cautelar de suspender o detener el cierre. Se demuestra, mediante la presentación ante la Administración Tributaria de la copia del documento respectivo con el sello original de recibido por parte de la autoridad judicial, y una copia para entregar, la cual deberá ser confrontada por el funcionario que recibe. 

Si la orden judicial para detener el cierre se comunica después de que el mismo se ejecutó, deberá levantarse el mismo inmediatamente.

En todo caso, suspendido por orden judicial o por haber demostrado que dentro de los 30 días se incoó el proceso respectivo, se dictará un auto de suspensión o levantamiento según el caso que se notificará a la autoridad judicial a cargo.

(N°, Administración Tributaria, lugar, fecha). Visto el escrito a folio  _____, se procede a (suspender o levantar) la sanción de cierre de negocio decretada mediante resolución de esta Administración (Número y fecha. Si fue confirmada por el Tribunal Fiscal Administrativo se añade, confirmada por resolución tal), de conformidad con el artículo 264 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.-  Comuníquese a la autoridad judicial correspondiente.- 
Una vez dictado el auto deberá esperarse la resolución judicial correspondiente, en concordancia con lo que indica el párrafo 2°: 

“El hecho de que se encuentre pendiente de resolución ante la autoridad judicial competente cualquier gestión tendiente a evitar o suspender la ejecución del acto administrativo no tiene la virtud de suspender la ejecución de la resolución que ordena el cierre del negocio, a menos que el juez competente así lo hubiese dispuesto o se esté en el supuesto previsto en el párrafo anterior. En este caso, la Administración solo podrá ejecutar el cierre una vez que exista un pronunciamiento judicial firme en que se rechace la medida cautelar o, habiéndose concedido, el interesado no hubiese presentado la demanda con carácter previo o dentro del plazo de 15 días posteriores al momento de la concesión, previsto en el artículo 26 numeral 2) del Código Procesal Contencioso Administrativo.”

Este último indica: 

“Artículo 26.

(…)

2) En caso de que la medida cautelar sea concedida, la demanda deberá presentarse en el plazo de quince días, contados a partir del día siguiente de la notificación del auto que la acoge; de lo contrario, se ordenará su levantamiento y se condenará a la parte solicitante al pago de los daños y perjuicios  causados, los cuales se liquidarán por el trámite de ejecución de sentencia.”

Debe tomarse en cuenta de que existen varios pasos en la vía judicial:

· El supuesto infractor pide la medida cautelar, puede presentar de una vez la demanda o dejarlo para otro momento.

· El juez dicta  la orden de suspensión como medida cautelar

· El supuesto infractor debe presentar la demanda para que se revoque la sanción, si no lo ha hecho antes, dentro de los 15 días siguientes a  la concesión de la medida cautelar.

· Si no presenta la demanda el Juez debe levantar la medida cautelar. Si presentó la demanda, el Juez debe decidir sobre la procedencia de la sanción.

Para cerciorarse de que el proceso no se extienda indebidamente, es conveniente que se esté en contacto directo con el procurador que representa al Estado en ese juicio o que un abogado de la Administración Tributaria consulte el expediente judicial.

En todo caso, no podemos ejecutar el cierre su hubo resolución judicial ordenando la suspensión hasta que no haya otra que la levante. Debiendo verificarse, con una periodicidad no mayor a tres meses, el curso del proceso judicial, para lo cual el funcionario a cargo deberá incluir en el expediente la constancia de que se realizó la verificación, con indicación de la persona que lo hizo, la fecha y las actuaciones que constan en el expediente.

Si lo que hubo fue incoación del procedimiento por parte del interesado, debe verificarse si se ha desestimado o no su gestión, porque es posible que el juez lo desestimara y no se nos notifique directamente. En estos casos, se procederá como se indicó en el párrafo precedente. 

Si consta una resolución desestimatoria de la medida cautelar o de la demanda, se fotocopiará la resolución desestimatoria, se incorporará al expediente y se dictará un auto indicando que habiéndose verificado la desestimación en vía judicial se continúa con la ejecución del cierre, y se notifica el mismo día en que se procede a cerrar. 

(N°, Administración Tributaria, lugar, fecha). Vista la resolución de (autoridad, número, fecha) a folio  _____, procédase con la ejecución de la sanción de cierre de negocio decretada mediante resolución de esta Administración (Número y fecha. Si fue confirmada por el Tribunal Fiscal Administrativo se añade, confirmada por resolución tal).-  Notifíquese.- 
d) Qué afecta el cierre de negocios
 Por su parte el art, 262 establece qué puede afectar el cierre, a saber: 

“La orden de cierre no puede afectar el acceso a una casa de habitación o a otros negocios, conforme se indica a continuación:

1) Cierre de locales que afecte casas de habitación o varios establecimientos: si la orden de cierre afecta a un local que sirva de habitación a una o más personas, o a un edificio en que se encuentren varios establecimientos, la orden de cierre se ejecutará de tal forma que no impida el acceso a la casa de habitación o a los otros establecimientos comerciales.

2) Cierre de locales compartidos por varios negocios: en caso de que en el momento de ejecutar el cierre el infractor alegue que los locales son compartidos por diferentes empresas deberá demostrar tal circunstancia fehacientemente, con documentación idónea, a satisfacción del funcionario competente. Si éste logra comprobar que en el mismo local se encuentran varios negocios, ya sea que compartan o no el equipo o la maquinaria, se hará constar en el acta respectiva la imposibilidad material de ejecutar el cierre del negocio y se le advertirá al infractor que no puede ejercer la actividad en el local, durante el plazo de la sanción. Lo anterior sin perjuicio de la colocación de sellos en lugares visibles del establecimiento.

3) La actividad económica no se desarrolla en un local comercial: cuando el contribuyente no cuente con un establecimiento mercantil permanente para el desarrollo de la actividad comercial como por ejemplo ventas o servicios puerta a puerta, a domicilio, ventas ambulantes, unidades móviles, o por Internet, entre otros, se procederá de conformidad con el inciso anterior.”

Esta norma establece la novedad de que equivale al cierre de negocio no solo impedir el acceso a lugares físicos, sino la prohibición de ejercer la actividad comercial. 
No constituye impedimento para la ejecución del cierre de negocios, la transferencia del negocio o del establecimiento por cualquier título que fuere perfeccionado con posterioridad al inicio del procedimiento de cierre del negocio (Inciso 3 del art. 256 RPT).

El artículo 2 del RPT define como Traspaso de Establecimiento Mercantil, la  

“Transferencia de la titularidad, por cualquier concepto, del negocio, establecimiento o de una o más ramas de la actividad, no necesariamente del negocio completo, bastando a estos efectos la transferencia de los bienes sustanciales o activos de la empresa, independientemente de la denominación que a este le hayan dado las partes. Se considera traspaso de establecimiento mercantil aquel en que se efectúe mediante compra-venta, donación, cesión, permuta, mutuo, comodato, fideicomiso, consignación, arrendamiento, dación en pago, aportación en especie, fusión, escisión, permuta de acciones, entre otros.”

e) Resguardo de perecederos, plantas, animales, otros
El art. 263 regula lo referente al resguardo de cosas perecederas, plantas y animales vivos, prohibición de retirar maquinaria y otro tipo de objetos. Dejando a criterio del  funcionario que ejecuta el cierre los tiempos razonables a otorgar en cada caso, pero debe procurarse que el cierre se lleve a cabo el mismo día y que se vigile que se sustraiga únicamente las cosas o seres vivos que contempla ese artículo.

f) Reapertura

Conforme al art. 265 RPT, cuando se ha efectuado el cierre, concluidos los cinco días naturales se emitirá la orden de reapertura del negocio, la que será girada por el Coordinador del Área competente, Subgerente o Gerente de la Administración Tributaria correspondiente, Dirección de Grandes Contribuyentes Nacionales o cuando la autoridad judicial lo ordene, en cuyo caso deberá ejecutarse de manera inmediata por el área designada para ello.

Bajo ninguna circunstancia podrá prolongarse más de los cinco días hábiles el cierre de negocio por lo que al concluir los mismos deberán retirarse los sellos respectivos. En ese acto se levantará un Acta de hechos indicando con el detalle del estado de conservación de los sellos y que se ha procedido a su retiro.

La sanción concluye a la misma hora de cierre del Acta a que se refiere el art. 260 RPT y es a esa hora que debe procederse a retirar los sellos.

Cuando sea posible, los funcionarios que llevaron a cabo el cierre se  apersonarán durante la duración del mismo  para constatar que los sellos estén bien, también podrá coordinarse con los cuerpos policiales para que efectúen esta revisión. 
Conforme al art. 267 del RPT, “en caso de que la Administración Tributaria o los cuerpos policiales comprueben que hubo destrucción, alteración u obstrucción de los sellos, se procederá a levantar el acta correspondiente y se repondrán los sellos por el tiempo restante hasta completar los días del cierre. Lo anterior sin perjuicio de las sanciones correspondientes por alteración o destrucción de sellos.”

6. Artículo 87. Destrucción o alteración de sellos
Solo procederá iniciar el procedimiento sancionador si la alteración de sellos se detectó durante el plazo de ejecución del cierre de negocios y si consta quién lo hizo.  

Si el mismo día en que se va a proceder a levantar el cierre es que se verifica que los sellos están alterados, para que se incurra en la infracción la verificación deberá hacerse antes de la hora de levantamiento de la sanción.

El acta que se indica arriba constituye la prueba para demostrar la infracción del art. 87 CNPT. La misma debe contener un detalle de todo lo constatado, así como de la información recabada respecto de posibles testigos de lo sucedido. 

Ante todo debe indicar expresamente la atribución de los hechos, ya sea por constatación, por testimonio o por interrogatorio, al contribuyente, sus representantes, los administradores, los socios o su personal. De lo contrario no se iniciará el procedimiento sancionatorio porque la Administración Tributaria tiene la carga de la prueba. La prueba también puede provenir del dicho del contribuyente o interesado en un escrito distinto al Acta de hechos. Por lo que es válido que, si no se pudo constatar quién alteró los sellos, se le cite a entrevista y se le pregunte sobre las medidas de cuidado que adoptó para evitar la alteración de sellos, y el resto de los  hechos que constan en el Acta de hechos y si conoce quién alteró los sellos .

La sanción se impondrá al contribuyente y, de existir otra persona física a quien se le atribuya la comisión de los hechos, también contra ella en su condición personal.

Si estuviere en el o los negocios infractores, el representante o cualquier empleado del mismo, se le entregará copia del acta. Si no estuviere, se procederá a entregar dicha copia en el domicilio fiscal registrado del contribuyente. (art.266 pp. 1° y 2° RPT)
En caso que se constate que los sellos han sido cubiertos, ocultos o disimulados con cualquier material u objeto, la Administración está facultada para retirar tales elementos, de manera que los sellos sean nuevamente visibles, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan por la destrucción, alteración u obstrucción de sellos (art.266 p. 3° RPT). De estas circunstancias  también deberá levantarse un Acta de hechos.

Se procederá luego a la confección de la propuesta motivada y a elaborar y notificar la sanción correspondiente.
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  *Nota del Digesto Tributario: el día 22 de julio se recibió de parte de la Dirección de Recaudación la siguiente FE DE ERRATAS: 

FE DE ERRATAS 
A DIRECTRIZ DR-DI-14-2014 
Se advierte de los siguientes errores en la DIRECTRIZ DR-DI-14-2014 del 22 de abril de 2014: 

a) En página 2 no se lea “El apartado 9. de la Directriz DR-DI-017-10 del 23 de setiembre de 2010 titulado ‘Competencia del proceso sancionador de acuerdo al artículo 78 del CNPT’ ”. 

b) En Anexo de inciso b) del punto 4. del apartado G., no se lea la frase “propuesta motivada por la”. 

c) En inciso a) del punto 5. Del apartado G., en los anexos de formatos de sanción por artículo 86 no se lea en la firma “y Subgerente”.- 

Damaris Jirón Bolaños, Directora de Recaudación.- Comuníquese.- 

Notificada el 22-7-2014, en rojo se hacen las correcciones en el presente documento. I.Ch.
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DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE……



PROPUESTA MOTIVADA ARTÍCULO 80 

		Nombre del contribuyente o declarante:



		



		Cédula:



		Nombre comercial:



		Domicilio Fiscal:  provincia:

		cantón:



		distrito:

		barrio:

		dirección exacta:



		



		



		Teléfono N°  

		Fax N°



		correo electrónico:



		El suscrito, funcionario a cargo del estudio, ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios Por cuanto incumplió, en el plazo de ley, con la obligación de pagar el tributo determinados por la Administración Tributaria:



		DOCUMENTO ORIGEN

		IMPUESTO

		PERÍODO

		MONTO



		

		

		

		



		

		

		

		



		

		

		

		



		TOTAL:

		



		



		Por lo que se emite la presente propuesta motivada que constituye el inicio del procedimiento sancionador.



		Prueba documental que se adjunta:



		1.

		



		2.

		



		3.

		



		

		

		



		Nombre del funcionario

		Cédula

		Firma



		Fecha:

		Sello de oficina:










DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE……



PROPUESTA MOTIVADA ARTÍCULO 80 bis

		Nombre del contribuyente o declarante:



		



		Cédula:



		Nombre comercial:



		Domicilio Fiscal:  provincia:

		cantón:



		distrito:

		barrio:

		dirección exacta:



		



		



		Teléfono N°  

		Fax N°



		correo electrónico:



		El suscrito, funcionario a cargo del estudio, ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80 bis del Código de Normas y Procedimientos Tributarios Por cuanto incumplió, en el plazo de ley, con la obligación de pagar el tributo autodeterminado:



		DOCUMENTO ORIGEN

		IMPUESTO

		PERÍODO

		MONTO



		

		

		

		



		

		

		

		



		

		

		

		



		TOTAL:

		



		



		Por lo que se emite la presente propuesta motivada que constituye el inicio del procedimiento sancionador.



		Prueba documental que se adjunta:



		1.

		



		2.

		



		3.

		



		

		

		



		Nombre del funcionario

		Cédula

		Firma



		Fecha:

		Sello de oficina:










INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el inciso c) del párrafo 1° del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en contra de (nombre y cédula).

RESULTANDO

1. Que mediante resolución (número hora y fecha) la cual adquirió firmeza el día ….esta Administración rechazó (total / parcialmente) solicitud de (compensación / devolución) presentada por (nombre, cédula) mediante documento N°… el día … por inexistencia del crédito correspondiente al impuesto … período … por un monto de  (letras y números) (ver folios ….).  

2. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.  

CONSIDERANDO

I-. Estima esta Gerencia, que el interesado es el único responsable ante el Fisco por haber pretendido ejercer el derecho de repetición por un crédito inexistentes, incurriendo en la infracción tipificada en el inciso c) del párrafo 1° del  artículo 81 del Código Tributario, conforme se pasa a analizar. 

A.NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL INSICO C) DEL ARTÍCULO 81 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

La norma del artículo 81 indica, en lo que interesa: 



[bookmark: _Toc384287311]“Artículo 81.-Infracciones materiales por omisión, inexactitud, o por solicitud improcedente de compensación o devolución, o por obtención de devoluciones improcedentes

1. Constituyen  infracciones tributarias:  

a) (…)

En este caso, la base de la sanción estará constituida por el importe determinado de oficio.

b) (…) 

c) Solicitar la compensación o la devolución de tributos que no proceden. Esta infracción se configura cuando el sujeto pasivo haya solicitado la compensación o la devolución de tributos sobre sumas inexistentes o por cuantías superiores a las que correspondan.

La base de la sanción estará constituida por  la diferencia entre la cuantía solicitada y la procedente.

d) (…)

2. (…)

3. Sanciones aplicables. Las infracciones materiales descritas en los subincisos (…) c) (..) del inciso 1 de este artículo serán sancionadas con una multa pecuniaria del cincuenta por ciento (50%) sobre la base de la sanción que corresponda.

Para todas las infracciones anteriores que  pudieran calificarse como graves o muy graves, según se describe a continuación, y siempre que la base de la sanción sea igual o inferior al equivalente de quinientos  salarios base, se aplicarán las sanciones que para cada caso se establecen:  

a) Se calificarán como graves aquellas infracciones que se hayan cometido mediante la  ocultación de datos a la Administración Tributaria, siempre y cuando el monto de la deuda producto de la ocultación sea superior al diez por ciento (10%) de la base de la sanción. 

Se entenderá que existe ocultación de datos cuando: 

i. No se presenten declaraciones.

ii. Se presenten declaraciones en las que se incluyan hechos u operaciones inexistentes o con importes falsos, o en las que se omitan total o parcialmente operaciones, ingresos, rentas, productos, bienes o cualquier otro dato que incida en la determinación de la deuda tributaria.

En aquellos casos en que  la infracción sea calificada como grave,  se impondrá una sanción del cien por ciento (100%) sobre la totalidad de la base de la sanción  que corresponda.

b) Se calificarán como muy graves aquellas infracciones en las que se hayan utilizado medios fraudulentos, entendiéndose por tales:

i.  (…).

ii.  El empleo de facturas, justificantes u otros documentos  falsos o falseados, siempre que la incidencia de los documentos o soportes falsos o falseados represente un porcentaje superior al diez por ciento (10%) de la base de la sanción.

iii.  (…).

Cuando la infracción sea calificada como muy grave, se impondrá una sanción del  ciento cincuenta por ciento (150%) sobre la totalidad de la base de la sanción  que corresponda.

4. Para establecer las cuantías equivalentes a los quinientos salarios base a que se hace referencia en este artículo, debe entenderse que:

a) El monto omitido no incluirá los intereses, ni los recargos automáticos, ni las multas o los recargos de carácter sancionador.

b) Para determinar el monto mencionado cuando se trate de tributos cuyo período es anual, se considerará la cuota que corresponda a ese período y para los impuestos cuyos períodos sean inferiores a doce meses, se considerarán los montos omitidos durante los doce meses que comprenda el período del impuesto sobre la renta del sujeto fiscalizado.

En los demás tributos, la cuantía se entenderá referida a cada uno de los conceptos por los que un hecho generador sea susceptible de determinación.”



La conducta prevista por la norma del inciso c) del párrafo 1° del artículo de cita es Solicitar la compensación o la devolución de tributos que no proceden. Si bien la misma norma indica que esta infracción se configura cuando el sujeto pasivo haya solicitado la compensación o la devolución de tributos sobre sumas inexistentes o por cuantías superiores a las que correspondan, es claro que se requiere una comprobación definitiva de la inexistencia del crédito, lo cual se da con la firmeza de la resolución que deniega la solicitud. Con dicha resolución la Administración Tributaria demuestra de la existencia de los elementos de la conducta típica y antijurídica.

Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos:  a) que se interponga una solicitud tendiente al ejercicio del derecho de repetición o de compensación. y b) que no exista el crédito en todo o en parte, lo cual, como dijimos, se muestra por el rechazo a la solicitud. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la presentación de la solicitud del crédito inexistente por parte del (de la) interesado (a). En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora.

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional “… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). Como se ha dicho, la conducta del (de la) interesado (a)  ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que pretendía obtener indebidamente un monto que no le corresponde menoscabando la hacienda pública. Este tipo de sanción castiga el daño al bien jurídico en grado de tentativa, es decir, si bien la obtención del crédito no se llega a concretar, porque se refiere a una solicitud de compensación o devolución improcedente. Si bien, al tratarse de tentativa, no llega a concretarse el daño al bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien, el tipo legal considera sancionable la intención de pretender la devolución o compensación que implicaría concretar dicho daño. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

II-. CALIFICACIÓN DE LA INFRACCIÓN Y MONTO DE LA SANCIÓN. El inciso 3 del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios permite calificar la infracción según su gravedad, en este caso (hacer encuadre de los hechos sea porque se tipifican en alguno de los subincisos o porque no, e indicar, en conclusión que se considera que la  infracción 

· “no reviste ninguno de los grados de gravedad previstos en los incisos a) y b) del párrafo 3° del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios”, o 

· “que es grave conforme a subinciso…del inciso a) del párrafo 3° del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios“ o

· “que es muy grave conforme a subinciso…del inciso b) del párrafo 3° del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios “). 

Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción que es la correspondiente al ….por ciento del monto improcedente de su solicitud de (devolución / compensación), a saber la suma de …. para un total del….. conforme al párrafo 3° del artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

ll. Que conforme al artículo 75 del mismo Código, Las sanciones pecuniarias establecidas devengarán los intereses citados en el artículo 57 de este Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije.

POR TANTO

Se establece que (nombre y cédula) incurrió en la infracción administrativa tipificada en inciso c) del párrafo 1° del artículo 81 del Código Tributario (si la falta es grave o muy grave indicar: “calificada como….”), y se le impone una sanción (monto en letras y luego en números).  Cuyo  pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.



Gerente y Subgerente

Original: Expediente




INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 por incumplimiento  del requerimiento de pago Nº….. en contra de (nombre y cédula) referente a (retenciones…./ percepciones…. /  Impuesto General sobre las Ventas /  Impuesto Selectivo de Consumo)

RESULTANDO

1. Que mediante requerimiento de pago Nº…. notificado el…. de conformidad con lo establecido en los artículo  86 y 192 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios,  y 255 del Reglamento del Procedimiento Tributario,  se le otorgó al interesado un plazo de quince días hábiles para hacer pago de las deudas que se describen a continuación, y se  le advirtió que de no hacerlo incurrirá en la infracción sancionada con el cierre de su negocio por cinco días naturales (ver folio…).  



		DOCUMENTO ORIGEN

		CONCEPTO 

		PERÍODO

		MONTO



		

		

		

		



		

		

		

		



		

		

		

		



		TOTAL:

		







2. Que el día… se emite la propuesta motivada N°…, que se indica que el (la) interesado (a) incumplió con la cancelación de las deudas indicadas en el Resultando anterior, dentro del plazo conferido al efecto,  incurriendo en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (ver folio …).

3. Que a la fecha de esta resolución no consta que se haya hecho pago de los montos indicados (ver folio …).

4. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.  

CONSIDERANDO

I.- Estima esta Gerencia, que el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código Tributario, conforme se pasa a analizar. 

A.NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN TIPIFICADA EN EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 86 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

La norma del párrafo tercero del  artículo 86 indica, en lo que interesa: 

 “… se aplicará la sanción de cierre por cinco días naturales de todos los establecimientos de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la actividad o el oficio, de los sujetos pasivos que, previamente requeridos por la Administración Tributaria para que presenten las declaraciones que hayan omitido, o ingresen las sumas que hayan retenido, percibido o cobrado; en este último caso, cuando se trate de los contribuyentes del Impuesto General sobre las Ventas y del Impuesto Selectivo de Consumo, que no lo hagan dentro del plazo concedido al efecto”. 

Una de las conductas previstas por dicha norma es el incumplimiento del pago de las sumas indicadas en el Resultando I). En cuanto al requerimiento, previo, el inciso 2) del artículo 255 del Reglamento del Procedimiento Tributario indica:

“2) El requerimiento lo constituye el aviso de cobro que establece el artículo 192 del Código, debiendo el sujeto pasivo proceder a la cancelación de la deuda tributaria, dentro del plazo de 15 días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de la notificación.”

Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos: 

a) que el sujeto pasivo haya efectuado la retención, percepción o cobro correspondiente.  

b) Que el obligado no entere al Fisco las sumas retenidas, percibidas o  cobradas dentro del plazo indicado por la ley incumpliendo la obligación material que le atañe. 

c) Que el sujeto pasivo persista en la morosidad al finalizar el término del requerimiento, a pesar de haber sido apercibido por parte de la Administración Tributaria para que realice el pago. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada, mediante  la presentación de la declaración autoliquidativa, la existencia del deber material a cargo del sujeto pasivo, así como la  ausencia de pago en el plazo de ley y luego la renuencia al pago luego del apercibimiento de cobro en el término conferido al efecto, y hasta la fecha de esta resolución. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la conducta del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, ni en el término concedido al efecto, las sumas declaradas por el sujeto pasivo. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

Esta Gerencia ha comprobado además, que el sujeto pasivo persiste, a la fecha de esta resolución, en su negativa a ingresar los dineros a que alude esta resolución,  con lo cual continúa infringiendo un daño a la Hacienda pública, apropiándose indebidamente de montos provenientes del patrimonio de terceros, los cuales pertenecen al Fisco y nunca debieron permanecer en la esfera de dominio del infractor. Tal apropiación resulta  indebida en su condición de (agente de retención / agente de percepción / contribuyente)  y no puede consentirse este tipo de conducta por parte de quienes el legislador a confiado la tarea de (retener / percibir / cobrar) deudas tributarias, ya que no solo incurren en una morosidad ordinaria,  sino en una renuencia a efectuar el ingreso de las sumas respectivas después de haber sido expresamente requerido al efecto en forma singular.  Razón por la cual el daño al Fisco se viene concretando desde que el tributo debió pagarse y se han debido efectuar  además actuaciones a cargo de la Administración Tributaria que el sujeto pasivo no ha atendido oportunamente, haciendo incurrir al Fisco en mayores gastos por la gestión realizada, en detrimento de la recaudación y desviando las labores de control hacia su conducta infractora.

II.- Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción respectiva, por cuanto está demostrado  que el sujeto pasivo incurrió en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

POR TANTO



Se  establece que (nombre y cédula), incurrió en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. En consecuencia, se le impone la sanción consistente en  el cierre por cinco días naturales de los establecimientos de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la actividad o el oficio el obligado tributario. Dicho cierre se realizará de conformidad con lo dispuesto por los artículos 260 y siguientes del Reglamento del Procedimiento Tributario. Cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.



Gerente y Subgerente

Original: Expediente


DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE……



PROPUESTA MOTIVADA DESTRUCCIÓN O ALTERACIÓN DE SELLOS COLOCADOS CON MOTIVO DE CIERRE DE NEGOCISO ARTÍCULO 87



		Fecha:

		Número:



		Nombre del contribuyente o agente:



		



		Cédula:



		Nombre comercial:



		Domicilio Fiscal:  provincia:

		cantón:



		distrito:

		barrio:

		dirección exacta:



		



		



		Teléfono N°  

		Fax N°



		correo electrónico:



		(Incluir la misma información si constan otros infractores)



		El suscrito, funcionario a cargo del estudio, ha comprobado que el (los) sujeto (s) arriba indicado (s) incurrió (eron) en la infracción tipificada en el artículo 87 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios por cuanto incurrió, en la destrucción o alteración de sellos colocados con motivo del cierre de negocios el día…. en ejecución de la resolución (N°, hora y fecha) de esta Administración Tributaria.



		Por lo que se emite la presente propuesta motivada que constituye el inicio del procedimiento sancionador. Prueba documental que se adjunta:



		1.

		Resolución que impone la sanción de cierre de negocios, N°… de fecha….



		2.

		Acta de hechos que acredita la ejecución del cierre, N°… de fecha…. 



		3.

		Acta de hechos que acredita la alteración de sellos, N°… de fecha….



		

		



		

		

		



		Nombre del funcionario

		Cédula

		Firma







(+) indicar: “Retenciones del…. según artículo… de Ley…”, o “Impuesto General sobre las Ventas”, o “Impuesto selectivo de consumo”



INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 87 por Destrucción o alteración de sellos en contra de (nombre y cédula de todos los culpables).

RESULTANDO

1. Que el día… se emite la propuesta motivada N°…, que se indica que el (los) sujeto (sujetos) arriba indicado (s)  incurrió (eron) en la infracción tipificada en el artículo 87 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios por cuanto llevó (aron) a cabo, la destrucción o alteración de sellos colocados con motivo del cierre de negocios el día…. en ejecución de la resolución (N°, hora y fecha) de esta Administración Tributaria. (folio….)

2. Que en Acta de hechos N°… de fecha N°… indica (copiar lo que dice el Acta). (folio…)

3. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.  

CONSIDERANDO

I.- Estima esta Gerencia, que el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por la infracción correspondiente al ser el único interesado en la alteración de sellos que se constató conforme consta en el Acta de Hechos arriba indicada.

A.NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN TIPIFICADA EN EL ARTÍCULO 87 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

La norma del  artículo 87 del  Código de Normas y Procedimientos Tributarios indica: 

[bookmark: _Toc384287318]“ARTÍCULO 87.- Destrucción o alteración de sellos. 

Constituyen infracciones tributarias la ruptura, la destrucción o la alteración de los sellos colocados con motivo del cierre de negocios, provocadas o instigadas por el propio contribuyente, sus representantes, los administradores, los socios o su personal.

Esta sanción será equivalente a dos salarios base.”

[bookmark: _Toc384207103]

Por su parte, el artículo 266  del  Reglamento del Procedimiento Tributario indica: 



 “Artículo 266.- Destrucción, alteración u obstrucción de sellos.

Para demostrar la infracción establecida en el artículo 87 del Código, se debe levantar un acta que contendrá un detalle de todo lo constatado, así como de la información recabada respecto de posibles testigos de lo sucedido. Si estuviere en el o los negocios infractores, el representante o cualquier empleado del mismo, se le entregará copia del acta. Si no estuviere, se procederá a entregar dicha copia en el domicilio fiscal registrado del contribuyente.

En caso que se constate que los sellos oficiales colocados con motivo del cierre del negocio han sido cubiertos, ocultos o disimulados con cualquier material u objeto, la Administración está facultada para retirar tales elementos, de manera que los sellos sean nuevamente visibles, sin perjuicio de las sanciones administrativas que correspondan por la destrucción, alteración u obstrucción de sellos.”

Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos: 

a) Que se hayan destruido, alterado, obstruido, ocultado, cubierto o disimulado de cualquier manera  los sellos oficiales colocados con motivo del cierre del negocio.  

b) Que exista provocación o instigación del contribuyente, sus representantes, los administradores, los socios o su personal. 

Elementos estos que están debidamente acreditados en autos, en especial en el Acta de hechos a que se refiere el resultando 2. de esta resolución por cuando acredita que se constató que (indicar quiénes participan en los hechos y qué hicieron). Siendo que el propietario del establecimiento es el principal beneficiado por la alteración de sellos, existe una razonable y lógica relación del mismo con los hechos que se le imputan, y al menos la falta del debido cuidado en proteger el establecimiento para que no se diera tal infracción, ya que como consta a folio…. en el Acta de hechos de ejecución del cierre de negocios, se le advierte que el cierre  concluye a la misma hora de cierre del Acta, es decir el día…. a las…, y se le advierte que si los retira, obstruye o altera de cualquier forma puede incurrir en la infracción tipificada en el artículo 87 CNPT.

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada, mediante  la prueba arriba analizada, la relación con la comisión de  la infracción por parte del (de los) interesado (s)

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 87 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la conducta del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el  sistema tributario y las facultades sancionatorias del Fisco han sido dañados al hacer nugatoria la ejecución de la sanción por una conducta infractora previa. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

En el caso que nos ocupa no se aprecia la existencia de causa eximente alguna de culpabilidad.

II.- Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción tipificada en el artículo 87 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, consistente en  de dos salarios base para un total de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números),  considerando que el salario base para el año de comisión de la infracción es de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números).

POR TANTO



Se  establece que (nombre y cédula de todos los culpables) incurrió (eron) en la infracción tipificada en el artículo 87 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. En consecuencia, se les impone la sanción consistente en  dos salarios base base para un total de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números). Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.





Gerente y Subgerente

Original: Expediente


INFRACCIÓN ADMINISTRATIVA RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 por incumplimiento  del requerimiento de pago Nº….. en contra de (nombre y cédula) referente a (retenciones…./ percepciones…. /  Impuesto General sobre las Ventas /  Impuesto Selectivo de Consumo)

RESULTANDO

1. Que mediante requerimiento de pago Nº…. notificado el…. de conformidad con lo establecido en los artículo  86 y 192 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios,  y 255 del Reglamento del Procedimiento Tributario,  se le otorgó al interesado un plazo de quince días hábiles para hacer pago de las deudas que se describen a continuación, y se  le advirtió que de no hacerlo incurrirá en la infracción sancionada con el cierre de su negocio por cinco días naturales (ver folio…).  



		DOCUMENTO ORIGEN

		CONCEPTO 

		PERÍODO

		MONTO



		

		

		

		



		

		

		

		



		

		

		

		



		TOTAL:

		







2. Que el día… se emite la propuesta motivada N°…, que se indica que el (la) interesado (a) incumplió con la cancelación de las deudas indicadas en el Resultando anterior, dentro del plazo conferido al efecto,  incurriendo en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (ver folio …).

3. Que el día…. se hizo cancelación de los montos arriba indicados mediante documento N°..... (ver folio …).

4. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.  

CONSIDERANDO

I.- Estima esta Gerencia, que el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código Tributario, conforme se pasa a analizar. 

A.NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN TIPIFICADA EN EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 86 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

La norma del párrafo tercero del  artículo 86 indica, en lo que interesa: 

 “… se aplicará la sanción de cierre por cinco días naturales de todos los establecimientos de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la actividad o el oficio, de los sujetos pasivos que, previamente requeridos por la Administración Tributaria para que presenten las declaraciones que hayan omitido, o ingresen las sumas que hayan retenido, percibido o cobrado; en este último caso, cuando se trate de los contribuyentes del Impuesto General sobre las Ventas y del Impuesto Selectivo de Consumo, que no lo hagan dentro del plazo concedido al efecto”. 

Una de las conductas previstas por dicha norma es el incumplimiento del pago de las sumas indicadas en el Resultando I). En cuanto al requerimiento, previo, el inciso 2) del artículo 255 del Reglamento del Procedimiento Tributario indica:

“2) El requerimiento lo constituye el aviso de cobro que establece el artículo 192 del Código, debiendo el sujeto pasivo proceder a la cancelación de la deuda tributaria, dentro del plazo de 15 días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de la notificación.”

Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos: 

a) que el sujeto pasivo haya efectuado la retención, percepción o cobro correspondiente.  

b) Que el obligado no entere al Fisco las sumas retenidas, percibidas o  cobradas dentro del plazo indicado por la ley incumpliendo la obligación material que le atañe. 

c) Que el sujeto pasivo persista en la morosidad al finalizar el término del requerimiento, a pesar de haber sido apercibido por parte de la Administración Tributaria para que realice el pago. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada, mediante  la presentación de la declaración autoliquidativa, la existencia del deber material a cargo del sujeto pasivo, así como la  ausencia de pago en el plazo de ley y luego la renuencia al pago luego del apercibimiento de cobro en el término conferido al efecto, no siendo sino hasta fecha posterior que realizó el pago. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la conducta del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, ni en el término concedido al efecto, las sumas declaradas por el sujeto pasivo. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

Esta Gerencia ha analizado  además, que, aún cuando  el sujeto pasivo hizo pago extemporáneo de la deuda, con su omisión de ingresar los dineros respectivos en los plazos concedidos previamente,  ha  infringido un daño a la Hacienda pública, apropiándose indebidamente de montos provenientes del patrimonio de terceros, los cuales pertenecen al Fisco y nunca debieron permanecer en la esfera de dominio del infractor, con plena advertencia ya que él mismo declaró su obligación y no la pagó oportunamente, y posteriormente se le previno el pago y persistió en no realizarlo dentro del plazo otorgado al efecto, por lo que es válido sostener que incurrió en una apropiación  indebida en su condición de (agente de retención / agente de percepción / contribuyente)  y no puede consentirse este tipo de conducta por parte de quienes el legislador a confiado la tarea de (retener / percibir / cobrar) deudas tributarias, ya que no solo incurren en una morosidad ordinaria,  sino en una renuencia a efectuar el ingreso de las sumas respectivas después de haber sido expresamente requerido al efecto en forma singular.  Razón por la cual el daño al Fisco se viene concretando desde que el tributo debió pagarse y se han debido efectuar  además actuaciones a cargo de la Administración Tributaria que el sujeto pasivo no ha atendido oportunamente, haciendo incurrir al Fisco en mayores gastos por la gestión realizada, en detrimento de la recaudación y desviando las labores de control hacia su conducta infractora. 

De modo que puede afirmarse, con toda propiedad, que un pago hecho después de tanto tiempo, con doble advertencia, no puede constituir una reparación apropiada y proporcional del daño al bien jurídico tutelado sino todo lo contrario, porque ha menoscabado la hacienda pública y socavado las labores de control y recaudación del Fisco de forma alevosa, ya que ha tenido el sujeto pasivo suficientes oportunidades para acercarse a regular su situación o pedir facilidades para honrar la deuda, sin haberlo hecho.

II.- Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción respectiva, por cuanto está demostrado que el sujeto pasivo incurrió en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

POR TANTO



Se  establece que (nombre y cédula), incurrió en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. En consecuencia, se le impone la sanción consistente en  el cierre por cinco días naturales de los establecimientos de comercio, industria, oficina o sitio donde se ejerza la actividad o el oficio el obligado tributario. Dicho cierre se realizará de conformidad con lo dispuesto por los artículos 260 y siguientes del Reglamento del Procedimiento Tributario. Cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.



Gerente y Subgerente

Original: Expediente


DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE……



PROPUESTA MOTIVADA PÁRRAFO TERCERO ARTÍCULO 86



		Fecha:

		Número:



		Nombre del contribuyente o declarante:



		Cédula:



		Nombre comercial:



		Domicilio Fiscal:  provincia:

		cantón:



		distrito:

		barrio:

		dirección exacta:



		



		Teléfono N°  

		Fax N°



		correo electrónico:



		El suscrito, funcionario a cargo del estudio, ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el párrafo tercero del artículo 86 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios Por cuanto incumplió, en el plazo concedido de quince días, mediante requerimiento de pago N°….notificado el día…., con la obligación de enterar al Fisco  (”las sumas retenidas” o ”las sumas percibidas” o “las sumas cobradas”)  por el concepto que se dirá:



		DOCUMENTO ORIGEN

		CONCEPTO (+)

		PERÍODO

		MONTO



		

		

		

		



		

		

		

		



		

		

		

		



		TOTAL:

		



		



		Por lo que se emite la presente propuesta motivada que constituye el inicio del procedimiento sancionador. Prueba documental que se adjunta:



		1.

		Requerimiento de pago N°…. del día… y respectiva acta de notificación del día …..



		2.

		



		3.

		



		

		

		



		Nombre del funcionario

		Cédula

		Firma







(+) indicar: “Retenciones del…. según artículo… de Ley…”, o “Impuesto General sobre las Ventas”, o “Impuesto selectivo de consumo”


RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 80 bis  “Morosidad en el pago del tributo”, en contra de (nombre y cédula). 

RESULTANDO

1.Que conforme se indica en propuesta motivada visible a folio uno del expediente, (nombre y cédula), en su condición de (INDICAR “contribuyente” o “/ agente de retención”),  incurrió en morosidad en el pago del impuesto, período (s) y monto (s) que se describe a continuación:



		Impuesto

		Período

		Monto



		

		

		



		

		

		



		Total

		

		







2. Que conforme consta en los registros que al efecto lleva esta Administración, el interesado pagó la deuda descrita en el resultando primero el día …. (ver folio…..)  

3. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.

CONSIDERANDO

I. Estima esta Gerencia, que en virtud de su condición de (“contribuyente” o “agente de retención”) del Impuesto _____, el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80 bis  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A. NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 80 bis    DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal y, b) de carácter sustantivo o material, como la que nos ocupa. Al respecto, la norma del artículo 80 bis  indica, en lo que interesa: 

“Los sujetos pasivos que paguen los tributos determinados por ellos mismos después del plazo fijado legalmente, deberán liquidar y pagar una multa equivalente al uno por ciento  (1%) por cada mes o fracción de mes transcurrido desde el momento en que debió satisfacer la obligación hasta la fecha de pago efectivo del tributo. Esta sanción  se aplicará también, en los casos en que la Administración tributaria deba determinar los tributos por disposición de la ley correspondiente.

Esta sanción se calculará sobre la suma sin pagar a tiempo y, en ningún caso superará el veinte por ciento (20%) de esta suma. No se aplicará la sanción ni se interrumpirá su cómputo cuando se concedan los aplazamientos o fraccionamientos establecidos en el artículo 38 del presente Código”

La conducta prevista por dicha norma es la simple morosidad en el pago del tributo previamente declarado, lo cual constituye una falta con plena advertencia previa por parte del infractor, ya que él mismo liquida su obligación material mas no hace pago de la misma en el término de ley. Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos:  a) que existiera una declaración del impuesto, lo cual queda acreditado con la presentación de la declaración de autoliquidación del impuesto, la cual consta en los registros que al efecto lleva esta Administración; y b) la morosidad en el pago de la deuda autoliquidada. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. Sin que constituya causa eximente el pago posterior de la deuda, por cuanto se incurre en la infracción con el no pago en tiempo de la deuda. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la existencia de la presentación de la declaración autoliquidativa de su obligación material por parte del sujeto pasivo, lo cual implica plena advertencia, así mismo queda demostrada la  ausencia de pago en el plazo conferido al efecto, sino en forma posterior. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora por parte del contribuyente. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 80 bis  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad, : “… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, el tributo correspondiente. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). El pago hecho con posterioridad a la fecha de vencimiento de la obligación tributaria no constituye causa eximente  ni atenuante de la culpa, por cuanto se incurre en la infracción con el no pago en tiempo de la deuda. 

Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción establecida en el artículo 80 bis  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

II. Que habiendo cancelado la deuda indicada en el Resultando I de esta resolución, el día _______ la multa debe determinarse hasta esa fecha, a razón de un 1% por mes o fracción de mes, para un total de (monto en letras y luego en números), conforme se detalla a continuación:



		DETERMINACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN EN EL  IMPUESTO

		PERIODO

		MONTO

		FECHA DE PAGO DEL TRIBUTO

		% DE SANCION

		MONTO DE 
SANCIÓN
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III. Que conforme al artículo 75 del mismo Código, Las sanciones pecuniarias establecidas devengarán los intereses citados en el artículo 57 de este Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije.

POR TANTO

Se  establece que la contribuyente ______________cédula__________, incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 80 bis  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, al comprobarse que incumplió con el pago de los períodos________________, de los impuestos de ________________. En consecuencia, se le impone una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes trascurrido desde el momento en que debió satisfacerse la obligación hasta la fecha del pago efectivo del tributo. Que habiendo cancelado la deuda el día _______ la multa debe determinarse hasta esa fecha, a razón de un 1% por mes o fracción de mes, para un total de (monto en letras y luego en números). 

Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados.  Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.





Gerente y Subgerente



Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 80 bis “Morosidad en el pago del tributo”, en contra de (nombre y cédula). 

RESULTANDO

l. Que conforme se indica en propuesta motivada visible a folio uno del expediente, (nombre y cédula), en su condición de (INDICAR “contribuyente” o “/ agente de retención”),  incurrió en morosidad en el pago del impuesto, período (s) y monto (s) que se describe a continuación:



		Impuesto

		Período

		Monto



		

		

		



		

		

		



		Total

		

		







ll. Que conforme consta en los registros que al efecto lleva esta Administración, el interesado pagó la deuda descrita en el resultando primero el día ________ (ver folio…..)  

lll. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.

CONSIDERANDO

I. Estima esta Gerencia, que en virtud de su condición de (“contribuyente” o “agente de retención”) del Impuesto _____, el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80 BIS del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A. NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 80   BIS DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal y, b) de carácter sustantivo o material, como la que nos ocupa. Al respecto, la norma del artículo 80 bis indica, en lo que interesa: 

“Los sujetos pasivos que paguen los tributos determinados por ellos mismos después del plazo fijado legalmente, deberán liquidar y pagar una multa equivalente al uno por ciento  (1%) por cada mes o fracción de mes transcurrido desde el momento en que debió satisfacer la obligación hasta la fecha de pago efectivo del tributo. Esta sanción  se aplicará también, en los casos en que la Administración tributaria deba determinar los tributos por disposición de la ley correspondiente.

Esta sanción se calculará sobre la suma sin pagar a tiempo y, en ningún caso superará el veinte por ciento (20%) de esta suma. No se aplicará la sanción ni se interrumpirá su cómputo cuando se concedan los aplazamientos o fraccionamientos establecidos en el artículo 38 del presente Código”

Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos:  a) que existiera una declaración del impuesto, lo cual queda acreditado con la presentación de la declaración de autoliquidación del impuesto, la cual consta en los registros que al efecto lleva esta Administración; y b) la morosidad en el pago de la deuda autoliquidada. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. Sin que constituya causa eximente el pago posterior de la deuda, por cuanto se incurre en la infracción por la conducta consistente en el no pago en tiempo de la deuda. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

La conducta prevista por dicha norma es la simple morosidad en el pago del tributo previamente declarado, lo cual constituye una falta con plena advertencia previa por parte del infractor, ya que él mismo liquida su obligación material mas no hace pago de la misma en el término de ley. Ha quedado debidamente acreditada la presentación de la declaración autoliquidativa y la  ausencia de pago en el plazo conferido al efecto, sino en forma posterior. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora por parte del contribuyente. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 80 BIS del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad, : “… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, el tributo que declaró. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción establecida en el artículo 80 BIS del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

II. Que habiendo cancelado la deuda indicada en el Resultando I de esta resolución, el día _______ la multa ya había alcanzado el tope del veinte por cierto (20%) contemplado en el párrafo segundo del artículo 80 BIS del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, que asciende a la suma de  (monto en letras y luego en números), según se detalla a continuación:
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		MONTO DE 
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		TOTAL         

		 







III. Que conforme al artículo 75 del mismo Código, Las sanciones pecuniarias establecidas devengarán los intereses citados en el artículo 57 de este Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije.

POR TANTO

Se  establece que (nombre y cédula) incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 80 bis del Código Tributario, al comprobarse que incumplió con el pago de los períodos________________, de los impuestos de ________________, En consecuencia, se le impone una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes trascurrido desde el momento en que debió satisfacerse la obligación hasta el día…, fecha en la cual alcanzó el veinte por cierto de tope establecido por el párrafo segundo del artículo 80 bis del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, para un total de (monto en letras y luego en números). 

Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.





Gerente y Subgerente

Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 80 bis “Morosidad en el pago del tributo”, en contra de (nombre y cédula). 

RESULTANDO

I. Que conforme se indica en propuesta motivada visible a folio uno del expediente, (nombre y cédula), en su condición de (INDICAR “contribuyente” o “/ agente de retención”),  incurrió en morosidad en el pago del impuesto, período (s) y monto (s) que se describe a continuación:



		Impuesto

		Período

		Monto



		

		

		



		

		

		



		Total

		

		







II. Que conforme consta en los registros que al efecto lleva esta Administración, el interesado no ha hecho pago de la deuda a la fecha de esta resolución.  

III. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.

CONSIDERANDO

I. Estima esta Gerencia, que en virtud de su condición de (“contribuyente” o “agente de retención”) del Impuesto _____, el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80 BIS del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A. NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 80   BIS DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal y, b) de carácter sustantivo o material, como la que nos ocupa. Al respecto, la norma del artículo 80 bis indica, en lo que interesa: 

“Los sujetos pasivos que paguen los tributos determinados por ellos mismos después del plazo fijado legalmente, deberán liquidar y pagar una multa equivalente al uno por ciento  (1%) por cada mes o fracción de mes transcurrido desde el momento en que debió satisfacer la obligación hasta la fecha de pago efectivo del tributo. Esta sanción  se aplicará también, en los casos en que la Administración tributaria deba determinar los tributos por disposición de la ley correspondiente.

Esta sanción se calculará sobre la suma sin pagar a tiempo y, en ningún caso superará el veinte por ciento (20%) de esta suma. No se aplicará la sanción ni se interrumpirá su cómputo cuando se concedan los aplazamientos o fraccionamientos establecidos en el artículo 38 del presente Código”

La conducta prevista por dicha norma es la simple morosidad en el pago del tributo previamente declarado, lo cual constituye una falta con plena advertencia previa por parte del infractor, ya que él mismo liquida su obligación material mas no hace pago de la misma en el término de ley. Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos:  a) que existiera una declaración del impuesto, lo cual queda acreditado con la presentación de la declaración de autoliquidación del impuesto, la cual consta en los registros que al efecto lleva esta Administración; y b) la morosidad en el pago de la deuda autoliquidada. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. Sin que constituya causa eximente el pago posterior de la deuda, por cuanto se incurre en la infracción con el no pago en tiempo de la deuda. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la presentación de la declaración autoliquidativa y la  ausencia de pago en el plazo conferido al efecto. Esta Gerencia ha comprobado además, que el contribuyente no ha realizado el pago respectivo a la fecha de esta resolución. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora por parte del contribuyente. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 80 BIS del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad, : “… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, el tributo que declaró. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción establecida en el artículo 80 bis del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

II. Que no habiendo hecho cancelación de la deuda indicada en el Resultando I de esta resolución, y siendo que la  multa ha alcanzado el tope del 20%  la misma corresponde a un total de (monto en letras y luego en números), según el siguiente detalle:



		IMPUESTO

		PERIODO

		MONTO

		FECHA DE VENCIMIENTO

		% DE SANCION

		MONTO DE 
SANCION
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III. Que conforme al artículo 75 del mismo Código, Las sanciones pecuniarias establecidas devengarán los intereses citados en el artículo 57 de este Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije.

POR TANTO

Se  establece que (nombre y cédula)  incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 80 bis del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, al comprobarse que incumplió con el pago de los períodos________________, de los impuestos de ________________,. En consecuencia, se le impone una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes trascurrido desde el momento en que debió satisfacerse la obligación hasta la fecha del pago efectivo del tributo. Siendo que la  multa ha alcanzado el tope del 20% la misma corresponde a un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.







Gerente y Subgerente


Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 80  “Morosidad en el pago del tributo”, en contra de (nombre y cédula). 

RESULTANDO

1.Que conforme se indica en propuesta motivada visible a folio uno del expediente, (nombre y cédula), en su condición de (INDICAR “contribuyente” o “/ agente de retención”),  incurrió en morosidad en el pago del impuesto, período (s) y monto (s) que se describe a continuación:
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2. Que conforme consta en los registros que al efecto lleva esta Administración, el interesado pagó la deuda descrita en el resultando primero el día …. (ver folio…..)  

3. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.

CONSIDERANDO

I. Estima esta Gerencia, que en virtud de su condición de (“contribuyente” o “agente de retención”) del Impuesto _____, el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A. NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 80    DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal y, b) de carácter sustantivo o material, como la que nos ocupa. Al respecto, la norma del artículo 80  indica, en lo que interesa: 

“Los sujetos pasivos que paguen los tributos determinados por la Administración Tributaria, mediante el procedimiento ordenado en los artículos 144 a 147 de este Código, o el procedimiento establecido en los artículos 37 a 41 de la Ley Reguladora de Todas las Exoneraciones Vigentes, su Derogatoria y sus Excepciones, después del plazo de quince días dispuesto en el artículo 40 de este Código, deberán liquidar y pagar una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes transcurrido desde el vencimiento de dicho plazo.

Esta sanción se calculará sobre la suma sin pagar a tiempo y en ningún caso superará el veinte por ciento (20%) de esta suma. No se aplicará la sanción ni se interrumpirá su cómputo cuando se concedan los aplazamientos o fraccionamientos establecidos en el artículo 38 del presente Código.”

La conducta prevista por dicha norma es la simple morosidad en el pago del tributo previamente determinado por la Administración Tributaria, lo cual constituye una falta con plena advertencia previa por parte del infractor, ya que ha sido sujeto de un procedimiento determinativo de su obligación material mas no hace pago de la misma en el término de ley. Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos:  a) que existiera una determinación administrativa del impuesto, lo cual ha sido sustentado en el procedimiento respectivo; y b) la morosidad en el pago de la deuda comunicada por la Administración Tributaria. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. Sin que constituya causa eximente el pago posterior de la deuda, por cuanto se incurre en la infracción con el no pago en tiempo de la deuda. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la existencia de una determinación de la obligación material a cargo del sujeto pasivo por parte de la Administración Tributaria, y la  ausencia de pago en el plazo conferido al efecto, sino en forma posterior. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora por parte del contribuyente. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad, : “… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, el tributo correspondiente. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). El pago hecho con posterioridad a la fecha de vencimiento de la obligación tributaria no constituye causa eximente  ni atenuante de la culpa, por cuanto se incurre en la infracción con el no pago en tiempo de la deuda. 

Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción establecida en el artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

II. Que habiendo cancelado la deuda indicada en el Resultando I de esta resolución, el día _______ la multa debe determinarse hasta esa fecha, a razón de un 1% por mes o fracción de mes, para un total de (monto en letras y luego en números), conforme se detalla a continuación:



		DETERMINACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN EN EL  IMPUESTO

		PERIODO

		MONTO

		FECHA DE PAGO DEL TRIBUTO

		% DE SANCION

		MONTO DE 
SANCIÓN
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III. Que conforme al artículo 75 del mismo Código, Las sanciones pecuniarias establecidas devengarán los intereses citados en el artículo 57 de este Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije.

POR TANTO

Se  establece que la contribuyente ______________cédula__________, incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, al comprobarse que incumplió con el pago de los períodos________________, de los impuestos de ________________. En consecuencia, se le impone una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes trascurrido desde el momento en que debió satisfacerse la obligación hasta la fecha del pago efectivo del tributo. Que habiendo cancelado la deuda el día _______ la multa debe determinarse hasta esa fecha, a razón de un 1% por mes o fracción de mes, para un total de (monto en letras y luego en números). Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.





Gerente y Subgerente



Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________., (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 80  “Morosidad en el pago del tributo”, en contra de (nombre y cédula). 

RESULTANDO

l. Que conforme se indica en propuesta motivada visible a folio uno del expediente, (nombre y cédula), en su condición de (INDICAR “contribuyente” o “/ agente de retención”),  incurrió en morosidad en el pago del impuesto, período (s) y monto (s) que se describe a continuación:
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		Total

		

		







ll. Que conforme consta en los registros que al efecto lleva esta Administración, el interesado pagó la deuda descrita en el resultando primero el día ________ (ver folio…..)  

lll. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.

CONSIDERANDO

I. Estima esta Gerencia, que en virtud de su condición de (“contribuyente” o “agente de retención”) del Impuesto _____, el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A. NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 80    DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal y, b) de carácter sustantivo o material, como la que nos ocupa. Al respecto, la norma del artículo 80  indica, en lo que interesa: 



“Los sujetos pasivos que paguen los tributos determinados por la Administración Tributaria, mediante el procedimiento ordenado en los artículos 144 a 147 de este Código, o el procedimiento establecido en los artículos 37 a 41 de la Ley Reguladora de Todas las Exoneraciones Vigentes, su Derogatoria y sus Excepciones, después del plazo de quince días dispuesto en el artículo 40 de este Código, deberán liquidar y pagar una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes transcurrido desde el vencimiento de dicho plazo.

Esta sanción se calculará sobre la suma sin pagar a tiempo y en ningún caso superará el veinte por ciento (20%) de esta suma. No se aplicará la sanción ni se interrumpirá su cómputo cuando se concedan los aplazamientos o fraccionamientos establecidos en el artículo 38 del presente Código.”

La conducta prevista por dicha norma es la simple morosidad en el pago del tributo previamente determinado por la Administración Tributaria, lo cual constituye una falta con plena advertencia previa por parte del infractor, ya que ha sido sujeto de un procedimiento determinativo de su obligación material mas no hace pago de la misma en el término de ley. Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos:  a) que existiera una determinación administrativa del impuesto, lo cual ha sido sustentado en el procedimiento respectivo; y b) la morosidad en el pago de la deuda comunicada por la Administración Tributaria. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. Sin que constituya causa eximente el pago posterior de la deuda, por cuanto se incurre en la infracción con el no pago en tiempo de la deuda. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la existencia de una determinación de la obligación material a cargo del sujeto pasivo por parte de la Administración Tributaria, y la  ausencia de pago en el plazo conferido al efecto, sino en forma posterior. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora por parte del contribuyente. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad, : “… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, el tributo correspondiente. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción establecida en el artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

II. Que habiendo cancelado la deuda indicada en el Resultando I de esta resolución, el día _______ la multa ya había alcanzado el tope del veinte por cierto (20%) contemplado en el párrafo segundo del artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, que asciende a la suma de  (monto en letras y luego en números), según se detalla a continuación:
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III. Que conforme al artículo 75 del mismo Código, Las sanciones pecuniarias establecidas devengarán los intereses citados en el artículo 57 de este Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije.

POR TANTO

Se  establece que (nombre y cédula) incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 80  del Código Tributario, al comprobarse que incumplió con el pago de los períodos________________, de los impuestos de ________________, En consecuencia, se le impone una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes trascurrido desde el momento en que debió satisfacerse la obligación hasta el día…, fecha en la cual alcanzó el veinte por cierto de tope establecido por el párrafo segundo del artículo 80  del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, para un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.



Gerente y Subgerente

Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº. ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE___________, (lugar) a las _____ horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 80 “Morosidad en el pago del tributo”, en contra de (nombre y cédula). 

RESULTANDO

I. Que conforme se indica en propuesta motivada visible a folio uno del expediente, (nombre y cédula), en su condición de (INDICAR “contribuyente” o “/ agente de retención”),  incurrió en morosidad en el pago del impuesto, período (s) y monto (s) que se describe a continuación:



		Impuesto

		Período

		Monto



		

		

		



		

		

		



		Total

		

		







II. Que conforme consta en los registros que al efecto lleva esta Administración, el interesado no ha hecho pago de la deuda a la fecha de esta resolución.  

III. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley.

CONSIDERANDO

I. Estima esta Gerencia, que en virtud de su condición de (“contribuyente” o “agente de retención”) del Impuesto _____, el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por el importe correspondiente, y al no haber hecho su ingreso en el término de ley, incurrió en la infracción tipificada en el artículo 80 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A. NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 80   DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal y, b) de carácter sustantivo o material, como la que nos ocupa. Al respecto, la norma del artículo 80 indica, en lo que interesa: 

“Los sujetos pasivos que paguen los tributos determinados por la Administración Tributaria, mediante el procedimiento ordenado en los artículos 144 a 147 de este Código, o el procedimiento establecido en los artículos 37 a 41 de la Ley Reguladora de Todas las Exoneraciones Vigentes, su Derogatoria y sus Excepciones, después del plazo de quince días dispuesto en el artículo 40 de este Código, deberán liquidar y pagar una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes transcurrido desde el vencimiento de dicho plazo.

Esta sanción se calculará sobre la suma sin pagar a tiempo y en ningún caso superará el veinte por ciento (20%) de esta suma. No se aplicará la sanción ni se interrumpirá su cómputo cuando se concedan los aplazamientos o fraccionamientos establecidos en el artículo 38 del presente Código.”

La conducta prevista por dicha norma es la simple morosidad en el pago del tributo previamente determinado por la Administración Tributaria, lo cual constituye una falta con plena advertencia previa por parte del infractor, ya que ha sido sujeto de un procedimiento determinativo de su obligación material mas no hace pago de la misma en el término de ley. Ahora bien, la infracción a que nos referimos, requiere necesariamente los siguientes elementos:  a) que existiera una determinación administrativa del impuesto, lo cual ha sido sustentado en el procedimiento respectivo; y b) la morosidad en el pago de la deuda comunicada por la Administración Tributaria. Elementos estos que están debidamente acreditados en autos. Sin que constituya causa eximente el pago posterior de la deuda, por cuanto se incurre en la infracción con el no pago en tiempo de la deuda. 

B. ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la existencia de una determinación de la obligación material a cargo del sujeto pasivo por parte de la Administración Tributaria, y la  ausencia de pago en el plazo conferido al efecto. Esta Gerencia ha comprobado además, que el contribuyente no ha realizado el pago respectivo a la fecha de esta resolución. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora por parte del contribuyente. 

C. LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 80 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad, : “… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…)  también se tutelan obligaciones materiales al sancionarse el no enterar a la administración el impuesto (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, el Fisco no percibió, en el término previsto por la ley, el tributo correspondiente. Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado además el bien jurídico tutelado. 

D. INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  como podrían ser ambigüedades en las normas que regulan la materia. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: “…En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones…”. Sin embargo, en aplicación del citado ordinal 317 del Código Procesal Civil, es claro que cuando el Fisco ha establecido mediante el procedimiento determinativo la existencia de irregularidades en el cumplimiento de las obligaciones formales y/o materiales y luego en sede sancionatoria se establece la concurrencia de los criterios que permiten hacer surgir la sanción administrativa, es el fiscalizado quien debe traer al proceso los elementos que establezcan su desvinculación con la conducta reprochada o bien, las causas que le liberen de la responsabilidad ante la Administración. (…) el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. De las ocho horas trece minutos del trece de octubre del dos mil diez. El subrayado no es del original). 

Así las cosas, habida cuenta que se ha hecho una justa valoración de los hechos y una apreciación y aplicación correcta de las disposiciones legales que regulan la materia sancionatoria, esta Gerencia procede a imponer la sanción establecida en el artículo 80 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

II. Que no habiendo hecho cancelación de la deuda indicada en el Resultando I de esta resolución, y siendo que la  multa ha alcanzado el tope del 20%  la misma corresponde a un total de (monto en letras y luego en números), según el siguiente detalle:
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III. Que conforme al artículo 75 del mismo Código, Las sanciones pecuniarias establecidas devengarán los intereses citados en el artículo 57 de este Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de la resolución que las fije.

POR TANTO

Se  establece que (nombre y cédula)  incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 80 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, al comprobarse que incumplió con el pago de los períodos________________, de los impuestos de ________________. En consecuencia, se le impone una multa equivalente al uno por ciento (1%) por cada mes o fracción de mes trascurrido desde el momento en que debió satisfacerse la obligación hasta la fecha del pago efectivo del tributo. Siendo que la  multa ha alcanzado el tope del 20% la misma corresponde a un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.







Gerente y Subgerente


Original: expediente

Copia: interesado






RESOLUCIÒN Nº xxxxxx ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE….  a las … horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 78 “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, en contra de (nombre y cédula).

RESULTANDO:

1. Que sujeto pasivo arriba indicado presentó, el  día …, ante esta Administración el formulario D.140 mediante el cual comunica  (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140)    (folio ….) 

2. Que (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140) se dio a partir del día …. (folio…)

3. Que mediante propuesta motivada de fecha…. el funcionario a cargo del estudio, indica que ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios por cuanto incumplió, en el plazo reglamentario, con la obligación de: (Inscribirse ante la Administración Tributaria / Desinscribirse ante la Administración Tributaria / Modificar la información del domicilio fiscal / Modificar la información del representante legal)  (folio  ….) 

4. Que no consta que se haya efectuado una actuación previa de la Administración Tributaria para persuadir al interesado para cumplir el deber formal arriba indicado.

5. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley. 

CONSIDERANDO:

I.-Que el artículo 128 inciso a) aparte ii) del Código Tributario establece la obligación formal de los contribuyentes de “Inscribirse en los registros pertinentes, a los que deben aportar los datos necesarios y comunicar, oportunamente, sus modificaciones”.  

Por su parte el plazo para cumplir este deber formal es de ….. días hábiles conforme al artículo 32 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria que dispone: 

“Artículo 32.—Obligación de Inscripción, desinscripción o modificación. Los contribuyentes, responsables y declarantes deben presentar la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el inicio o cese de actividades, sobre el representante legal o domicilio fiscal, mediante la presentación del Formulario D-140 "Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción Registro Único de Contribuyentes", o del formulario o formularios que eventualmente lo sustituyan para el cumplimiento de los mencionados deberes formales, o mediante cualquier otro medio que establezca la Dirección General de Tributación. El plazo para presentar la declaración de desinscripción o modificación es de diez días hábiles y siempre que la Ley no determine otra cosa, plazo que correrá a partir del día siguiente al cese de actividades o de la modificación respectiva, salvo en el caso del representante legal, que será a partir del día siguiente a la inscripción respectiva en el Registro Público. Tratándose de los representantes de entidades previstas en el artículo 17, inciso c) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el plazo correrá desde el cese de actividades de la entidad o de la modificación respectiva.

Respecto de la obligación de inscripción, está deberá cumplirse al iniciar actividades.” (El subrayado no es del original)

La omisión en el cumplimiento de esta obligación constituye una infracción que, según lo dispuesto en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: 

“Los contribuyentes, responsables y demás declarantes que omitan presentar a la Administración Tributaria la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal, en los plazos establecidos en los respectivos reglamentos o leyes de los diferentes impuestos, deberán liquidar y pagar una sanción equivalente al cincuenta por ciento (50%) de un salario base por cada mes o fracción de mes, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base.” (El subrayado no es del original)

II. Estima esta Gerencia, que en virtud de las obligaciones impuestas,  el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por la omisión en que incurrió, pues se demostró que no presentó, dentro del plazo establecido reglamentariamente, el formulario “Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción”, razón por la cual ha incurrido en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A) NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal como la que nos ocupa y, b) de carácter sustantivo o material. Al respecto, la norma del artículo 78 sanciona la omisión en el cumplimiento de deberes de naturaleza formal, con una sanción de índole pecuniaria equivalente a medio salario base por cada mes o fracción de mes en que incurra en omisión, con un tope de tres salarios base.

B) ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la omisión de la declaración (de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal) conforme consta en los documentos probatorios del expediente. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora, por parte del (de la) interesado (a). 

C) LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, (si es de inscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y el interesado permanece oculto ante las facultades de control y recaudación que esta ejerce”. Si es de desinscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y podría estar desviando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce contra individuos que están fuera de su esfera de competencia al no ser sujetos de interés, además se alteran las estadísticas de previsión de ingresos tributarios que sirven de base para la toma de decisiones en el campo de la política fiscal, ya que la no desinscripción a tiempo alimenta las bases de registros tributarios que se desactualizan o reflejan información de más,  a causa de la conducta omisiva de los obligados a desinscribirse”. Si es por no modificación de información relevante sobre el representante legal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de quién puede actuar a nombre de los obligados afectando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce, no pudiendo verificar adecuadamente la legitimación de quienes actúan en las gestiones que se presentan ante ella, o dirigiéndose a personas que ya no ostentan representación alguna, pudiendo generarse nulidades en sus actuaciones tendentes en última instancia a concretar las facultades de control o recaudación del Fisco”. Si es actualización del domicilio fiscal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada del lugar para efectuar notificaciones o ejercer las funciones de fiscalización, pudiendo generarse nulidades en las actuaciones de notificación, o invisibilizar al obligado tributario ante la Administración, impidiéndole ejercer con eficacia las facultades de control o recaudación del Fisco.”) Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado el bien jurídico tutelado conforme se acaba de explicar. 

D) INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

[bookmark: _Toc357772136]De conformidad con el artículo 71 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: “Las infracciones administrativas son sancionables, incluso a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios.” En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  que hagan suponer la existencia de una causal eximente de culpabilidad atribuida a la negligencia o falta del deber de cuidado en el cumplimiento de las obligaciones formales a que se refiere esta resolución. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: 

“En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones (…).el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. DE LAS OCHO HORAS TRECE MINUTOS DEL TRECE DE OCTUBRE DEL DOS MIL DIEZ. El subrayado no es del original). 

lll. Que de acuerdo con los autos, esta Administración Tributaria tiene por acreditados los hechos constitutivos de la infracción administrativa “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, tipificada en el artículo  78  del Código Tributario, conducta que lesionó el bien jurídico tutelado sean las facultades de control, administración y recaudación otorgadas por el ordenamiento a la Administración Tributaria, por lo que el interesado (la interesada) se hace acreedor  (a) de una sanción de multa pecuniaria equivalente a medio salario base por cada mes o fracción de mes de incumplimiento, siendo que la obligación debió cumplirse el día …….y se cumplió el día….”. De conformidad con el artículo 88 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, no habiendo mediado actuación previa de la Administración Tributaria para instar el cumplimiento del deber formal, aplica la reducción del monto de la sanción por un setenta y cinco por ciento (75%), corresponde imponer la sanción por el monto de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números), lo anterior considerando que el salario base para el año de comisión de la infracción es de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números). De conformidad con el artículo 75 del Código Tributario, la multa impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución. 

POR TANTO:

Se  establece que (nombre y cédula), incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 78 del Código Tributario, al omitir (indicar la falta). En consecuencia, se le impone una sanción equivalente al cincuenta por ciento 50% de un salario base por cada mes o fracción de mes durante el tiempo del incumplimiento, con la reducción de un 75% conforme al artículo 88 del mismo Código para un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.









GERENTE TRIBUTARIO

Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº xxxxxx ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE….  a las … horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 78 “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, en contra de (nombre y cédula).

RESULTANDO:

1. Que sujeto pasivo arriba indicado presentó, el  día …, ante esta Administración el formulario D.140 mediante el cual comunica  (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140)    (folio ….) 

2. Que (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140) se dio a partir del día …. (folio…)

3. Que mediante propuesta motivada de fecha…. el funcionario a cargo del estudio, indica que ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios por cuanto incumplió, en el plazo reglamentario, con la obligación de: (Inscribirse ante la Administración Tributaria / Desinscribirse ante la Administración Tributaria / Modificar la información del domicilio fiscal / Modificar la información del representante legal)  (folio  ….) 

4. Que consta  en el expediente que se efectuó una actuación previa de la Administración Tributaria para persuadir al interesado para cumplir el deber formal arriba indicado. (folio…)

5. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley. 

CONSIDERANDO:

I.-Que el artículo 128 inciso a) aparte ii) del Código Tributario establece la obligación formal de los contribuyentes de “Inscribirse en los registros pertinentes, a los que deben aportar los datos necesarios y comunicar, oportunamente, sus modificaciones”.  

Por su parte el plazo para cumplir este deber formal es de ….. días hábiles conforme al artículo 32 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria que dispone: 

“Artículo 32.—Obligación de Inscripción, desinscripción o modificación. Los contribuyentes, responsables y declarantes deben presentar la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el inicio o cese de actividades, sobre el representante legal o domicilio fiscal, mediante la presentación del Formulario D-140 "Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción Registro Único de Contribuyentes", o del formulario o formularios que eventualmente lo sustituyan para el cumplimiento de los mencionados deberes formales, o mediante cualquier otro medio que establezca la Dirección General de Tributación. El plazo para presentar la declaración de desinscripción o modificación es de diez días hábiles y siempre que la Ley no determine otra cosa, plazo que correrá a partir del día siguiente al cese de actividades o de la modificación respectiva, salvo en el caso del representante legal, que será a partir del día siguiente a la inscripción respectiva en el Registro Público. Tratándose de los representantes de entidades previstas en el artículo 17, inciso c) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el plazo correrá desde el cese de actividades de la entidad o de la modificación respectiva.

Respecto de la obligación de inscripción, está deberá cumplirse al iniciar actividades.” (El subrayado no es del original)

La omisión en el cumplimiento de esta obligación constituye una infracción que, según lo dispuesto en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: 

“Los contribuyentes, responsables y demás declarantes que omitan presentar a la Administración Tributaria la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal, en los plazos establecidos en los respectivos reglamentos o leyes de los diferentes impuestos, deberán liquidar y pagar una sanción equivalente al cincuenta por ciento (50%) de un salario base por cada mes o fracción de mes, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base.” (El subrayado no es del original)

II. Estima esta Gerencia, que en virtud de las obligaciones impuestas,  el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por la omisión en que incurrió, pues se demostró que no presentó, dentro del plazo establecido reglamentariamente, el formulario “Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción”, razón por la cual ha incurrido en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A) NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal como la que nos ocupa y, b) de carácter sustantivo o material. Al respecto, la norma del artículo 78 sanciona la omisión en el cumplimiento de deberes de naturaleza formal, con una sanción de índole pecuniaria equivalente a medio salario base por cada mes o fracción de mes en que incurra en omisión, con un tope de tres salarios base.

B) ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la omisión de la declaración (de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal) conforme consta en los documentos probatorios del expediente. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora, por parte del (de la) interesado (a). 

C) LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de fiscalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, (si es de inscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y el interesado permanece oculto ante las facultades de control y recaudación que esta ejerce”. Si es de desinscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y podría estar desviando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce contra individuos que están fuera de su esfera de competencia al no ser sujetos de interés, además se alteran las estadísticas de previsión de ingresos tributarios que sirven de base para la toma de decisiones en el campo de la política fiscal, ya que la no desinscripción a tiempo alimenta las bases de registros tributarios que se desactualizan o reflejan información de más,  a causa de la conducta omisiva de los obligados a desinscribirse”. Si es por no modificación de información relevante sobre el representante legal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de quién puede actuar a nombre de los obligados afectando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce, no pudiendo verificar adecuadamente la legitimación de quienes actúan en las gestiones que se presentan ante ella, o dirigiéndose a personas que ya no ostentan representación alguna, pudiendo generarse nulidades en sus actuaciones tendentes en última instancia a concretar las facultades de control o recaudación del Fisco”. Si es actualización del domicilio fiscal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada del lugar para efectuar notificaciones o ejercer las funciones de fiscalización, pudiendo generarse nulidades en las actuaciones de notificación, o invisibilizar al obligado tributario ante la Administración, impidiéndole ejercer con eficacia las facultades de control o recaudación del Fisco.”) Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado el bien jurídico tutelado conforme se acaba de explicar. 

D) INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

[bookmark: _Toc357772136]De conformidad con el artículo 71 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: “Las infracciones administrativas son sancionables, incluso a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios.” En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  que hagan suponer la existencia de una causal eximente de culpabilidad atribuida a la negligencia o falta del deber de cuidado en el cumplimiento de las obligaciones formales a que se refiere esta resolución. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: 

“En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones (…).el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. DE LAS OCHO HORAS TRECE MINUTOS DEL TRECE DE OCTUBRE DEL DOS MIL DIEZ. El subrayado no es del original). 

lll. Que de acuerdo con los autos, esta Administración Tributaria tiene por acreditados los hechos constitutivos de la infracción administrativa “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, tipificada en el artículo  78  del Código Tributario, conducta que lesionó el bien jurídico tutelado sean las facultades de control, administración y recaudación otorgadas por el ordenamiento a la Administración Tributaria, por lo que el interesado (la interesada) se hace acreedor  (a) de una sanción de multa pecuniaria equivalente a medio salario base por cada mes o fracción de mes de incumplimiento, siendo que la obligación debió cumplirse el día …….y se cumplió el día….”. De conformidad con el artículo 88 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, habiendo mediado actuación previa de la Administración Tributaria para instar el cumplimiento del deber formal, aplica la reducción del monto de la sanción por un cincuenta por ciento (50%), corresponde imponer la sanción por el monto de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números), lo anterior considerando que el salario base para el año de comisión de la infracción es de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números). De conformidad con el artículo 75 del Código Tributario, la multa impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución. 

POR TANTO:

Se  establece que (nombre y cédula), incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 78 del Código Tributario, al omitir (indicar la falta). En consecuencia, se le impone una sanción equivalente al cincuenta por ciento 50% de un salario base por cada mes o fracción de mes durante el tiempo del incumplimiento, con la reducción de un 50% conforme al artículo 88 del mismo Código para un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.









GERENTE TRIBUTARIO

Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº xxxxxx ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE….  a las … horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 78 “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, en contra de (nombre y cédula).

RESULTANDO:

1. Que sujeto pasivo arriba indicado presentó, el  día …, ante esta Administración el formulario D.140 mediante el cual comunica  (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140)    (folio ….) 

2. Que (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140) se dio a partir del día …. (folio…)

3. Que mediante propuesta motivada de fecha…. el funcionario a cargo del estudio, indica que ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios por cuanto incumplió, en el plazo reglamentario, con la obligación de: (Inscribirse ante la Administración Tributaria / Desinscribirse ante la Administración Tributaria / Modificar la información del domicilio fiscal / Modificar la información del representante legal)  (folio  ….) 

4. Que consta  en el expediente que se efectuó una actuación previa de la Administración Tributaria para persuadir al interesado para cumplir el deber formal arriba indicado. (folio…)

5. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley. 

CONSIDERANDO:

I.-Que el artículo 128 inciso a) aparte ii) del Código Tributario establece la obligación formal de los contribuyentes de “Inscribirse en los registros pertinentes, a los que deben aportar los datos necesarios y comunicar, oportunamente, sus modificaciones”.  

Por su parte el plazo para cumplir este deber formal es de ….. días hábiles conforme al artículo 32 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria que dispone: 

“Artículo 32.—Obligación de Inscripción, desinscripción o modificación. Los contribuyentes, responsables y declarantes deben presentar la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el inicio o cese de actividades, sobre el representante legal o domicilio fiscal, mediante la presentación del Formulario D-140 "Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción Registro Único de Contribuyentes", o del formulario o formularios que eventualmente lo sustituyan para el cumplimiento de los mencionados deberes formales, o mediante cualquier otro medio que establezca la Dirección General de Tributación. El plazo para presentar la declaración de desinscripción o modificación es de diez días hábiles y siempre que la Ley no determine otra cosa, plazo que correrá a partir del día siguiente al cese de actividades o de la modificación respectiva, salvo en el caso del representante legal, que será a partir del día siguiente a la inscripción respectiva en el Registro Público. Tratándose de los representantes de entidades previstas en el artículo 17, inciso c) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el plazo correrá desde el cese de actividades de la entidad o de la modificación respectiva.

Respecto de la obligación de inscripción, está deberá cumplirse al iniciar actividades.” (El subrayado no es del original)

La omisión en el cumplimiento de esta obligación constituye una infracción que, según lo dispuesto en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: 

“Los contribuyentes, responsables y demás declarantes que omitan presentar a la Administración Tributaria la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal, en los plazos establecidos en los respectivos reglamentos o leyes de los diferentes impuestos, deberán liquidar y pagar una sanción equivalente al cincuenta por ciento (50%) de un salario base por cada mes o fracción de mes, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base.” (El subrayado no es del original)

II. Estima esta Gerencia, que en virtud de las obligaciones impuestas,  el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por la omisión en que incurrió, pues se demostró que no presentó, dentro del plazo establecido reglamentariamente, el formulario “Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción”, razón por la cual ha incurrido en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A) NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal como la que nos ocupa y, b) de carácter sustantivo o material. Al respecto, la norma del artículo 78 sanciona la omisión en el cumplimiento de deberes de naturaleza formal, con una sanción de índole pecuniaria equivalente a medio salario base por cada mes o fracción de mes en que incurra en omisión, con un tope de tres salarios base.

B) ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la omisión de la declaración (de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal) conforme consta en los documentos probatorios del expediente. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora, por parte del (de la) interesado (a). 

C) LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de ficalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, (si es de inscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y el interesado permanece oculto ante las facultades de control y recaudación que esta ejerce”. Si es de desinscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y podría estar desviando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce contra individuos que están fuera de su esfera de competencia al no ser sujetos de interés, además se alteran las estadísticas de previsión de ingresos tributarios que sirven de base para la toma de decisiones en el campo de la política fiscal, ya que la no desinscripción a tiempo alimenta las bases de registros tributarios que se desactualizan o reflejan información de más,  a causa de la conducta omisiva de los obligados a desinscribirse”. Si es por no modificación de información relevante sobre el representante legal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de quién puede actuar a nombre de los obligados afectando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce, no pudiendo verificar adecuadamente la legitimación de quienes actúan en las gestiones que se presentan ante ella, o dirigiéndose a personas que ya no ostentan representación alguna, pudiendo generarse nulidades en sus actuaciones tendentes en última instancia a concretar las facultades de control o recaudación del Fisco”. Si es actualización del domicilio fiscal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada del lugar para efectuar notificaciones o ejercer las funciones de fiscalización, pudiendo generarse nulidades en las actuaciones de notificación, o invisibilizar al obligado tributario ante la Administración, impidiéndole ejercer con eficacia las facultades de control o recaudación del Fisco.”) Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado el bien jurídico tutelado conforme se acaba de explicar. 

D) INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

[bookmark: _Toc357772136]De conformidad con el artículo 71 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: “Las infracciones administrativas son sancionables, incluso a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios.” En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  que hagan suponer la existencia de una causal eximente de culpabilidad atribuida a la negligencia o falta del deber de cuidado en el cumplimiento de las obligaciones formales a que se refiere esta resolución. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: 

“En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones (…).el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. DE LAS OCHO HORAS TRECE MINUTOS DEL TRECE DE OCTUBRE DEL DOS MIL DIEZ. El subrayado no es del original). 

lll. Que de acuerdo con los autos, esta Administración Tributaria tiene por acreditados los hechos constitutivos de la infracción administrativa “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, tipificada en el artículo  78  del Código Tributario, conducta que lesionó el bien jurídico tutelado sean las facultades de control, administración y recaudación otorgadas por el ordenamiento a la Administración Tributaria, por lo que el interesado (la interesada) se hace acreedor  (a) de una sanción de multa pecuniaria equivalente a medio sdalario base por cada mes o fracción de mes sin que la sanción pueda superar el tope de tres  salarios base. Siendo que la obligación debió cumplirse el día … y se cumplió el día…. sobrepasó los tres meses de omisión del cumplimiento de su deber formal, ….”. De conformidad con el artículo 88 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, no habiendo mediado actuación previa de la Administración Tributaria para instar el cumplimiento del deber formal, aplica la reducción del monto de la sanción por un cincuenta por ciento (50%), por lo que corresponde imponerle la sanción por el monto de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números), lo anterior considerando que el salario base para el año de comisión de la infracción es de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números). De conformidad con el artículo 75 del Código Tributario, la multa impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución. 

POR TANTO:

Se  establece que (nombre y cédula), incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 78 del Código Tributario, al omitir (indicar la falta). En consecuencia, se le impone una sanción equivalente al cincuenta por ciento 50% de un salario base por cada mes o fracción de mes durante el tiempo del incumplimiento, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base con la reducción de un 50% conforme al artículo 88 del mismo Código para un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.







GERENTE TRIBUTARIO

Original: expediente

Copia: interesado




RESOLUCIÒN Nº xxxxxx ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE….  a las … horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 78 “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, en contra de (nombre y cédula).

RESULTANDO:

1. Que sujeto pasivo arriba indicado presentó, el  día …, ante esta Administración el formulario D.140 mediante el cual comunica  (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140)    (folio ….) 

2. Que (indicar el deber formal motivo de presentación del D.140) se dio a partir del día …. (folio…)

3. Que mediante propuesta motivada de fecha…. el funcionario a cargo del estudio, indica que ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios por cuanto incumplió, en el plazo reglamentario, con la obligación de: (Inscribirse ante la Administración Tributaria / Desinscribirse ante la Administración Tributaria / Modificar la información del domicilio fiscal / Modificar la información del representante legal)  (folio  ….) 

4. Que no consta que se haya efectuado una actuación previa de la Administración Tributaria para persuadir al interesado para cumplir el deber formal arriba indicado

5. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley. 

CONSIDERANDO:

I.-Que el artículo 128 inciso a) aparte ii) del Código Tributario establece la obligación formal de los contribuyentes de “Inscribirse en los registros pertinentes, a los que deben aportar los datos necesarios y comunicar, oportunamente, sus modificaciones”.  

Por su parte el plazo para cumplir este deber formal es de ….. días hábiles conforme al artículo 32 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria que dispone: 

“Artículo 32.—Obligación de Inscripción, desinscripción o modificación. Los contribuyentes, responsables y declarantes deben presentar la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el inicio o cese de actividades, sobre el representante legal o domicilio fiscal, mediante la presentación del Formulario D-140 "Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción Registro Único de Contribuyentes", o del formulario o formularios que eventualmente lo sustituyan para el cumplimiento de los mencionados deberes formales, o mediante cualquier otro medio que establezca la Dirección General de Tributación. El plazo para presentar la declaración de desinscripción o modificación es de diez días hábiles y siempre que la Ley no determine otra cosa, plazo que correrá a partir del día siguiente al cese de actividades o de la modificación respectiva, salvo en el caso del representante legal, que será a partir del día siguiente a la inscripción respectiva en el Registro Público. Tratándose de los representantes de entidades previstas en el artículo 17, inciso c) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el plazo correrá desde el cese de actividades de la entidad o de la modificación respectiva.

Respecto de la obligación de inscripción, está deberá cumplirse al iniciar actividades.” (El subrayado no es del original)

La omisión en el cumplimiento de esta obligación constituye una infracción que, según lo dispuesto en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: 

“Los contribuyentes, responsables y demás declarantes que omitan presentar a la Administración Tributaria la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal, en los plazos establecidos en los respectivos reglamentos o leyes de los diferentes impuestos, deberán liquidar y pagar una sanción equivalente al cincuenta por ciento (50%) de un salario base por cada mes o fracción de mes, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base.” (El subrayado no es del original)

II. Estima esta Gerencia, que en virtud de las obligaciones impuestas,  el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por la omisión en que incurrió, pues se demostró que no presentó, dentro del plazo establecido reglamentariamente, el formulario “Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción”, razón por la cual ha incurrido en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A) NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal como la que nos ocupa y, b) de carácter sustantivo o material. Al respecto, la norma del artículo 78 sanciona la omisión en el cumplimiento de deberes de naturaleza formal, con una sanción de índole pecuniaria equivalente a medio salario base por cada mes o fracción de mes en que incurra en omisión, con un tope de tres salarios base.

B) ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la omisión de la declaración (de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal) conforme consta en los documentos probatorios del expediente. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora, por parte del (de la) interesado (a). 

C) LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de ficalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, (si es de inscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y el interesado permanece oculto ante las facultades de control y recaudación que esta ejerce”. Si es de desinscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y podría estar desviando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce contra individuos que están fuera de su esfera de competencia al no ser sujetos de interés, además se alteran las estadísticas de previsión de ingresos tributarios que sirven de base para la toma de decisiones en el campo de la política fiscal, ya que la no desinscripción a tiempo alimenta las bases de registros tributarios que se desactualizan o reflejan información de más,  a causa de la conducta omisiva de los obligados a desinscribirse”. Si es por no modificación de información relevante sobre el representante legal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de quién puede actuar a nombre de los obligados afectando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce, no pudiendo verificar adecuadamente la legitimación de quienes actúan en las gestiones que se presentan ante ella, o dirigiéndose a personas que ya no ostentan representación alguna, pudiendo generarse nulidades en sus actuaciones tendentes en última instancia a concretar las facultades de control o recaudación del Fisco”. Si es actualización del domicilio fiscal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada del lugar para efectuar notificaciones o ejercer las funciones de fiscalización, pudiendo generarse nulidades en las actuaciones de notificación, o invisibilizar al obligado tributario ante la Administración, impidiéndole ejercer con eficacia las facultades de control o recaudación del Fisco.”) Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado el bien jurídico tutelado conforme se acaba de explicar. 

D) INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

[bookmark: _Toc357772136]De conformidad con el artículo 71 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: “Las infracciones administrativas son sancionables, incluso a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios.” En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  que hagan suponer la existencia de una causal eximente de culpabilidad atribuida a la negligencia o falta del deber de cuidado en el cumplimiento de las obligaciones formales a que se refiere esta resolución. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: 

“En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones (…).el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. DE LAS OCHO HORAS TRECE MINUTOS DEL TRECE DE OCTUBRE DEL DOS MIL DIEZ. El subrayado no es del original). 

lll. Que de acuerdo con los autos, esta Administración Tributaria tiene por acreditados los hechos constitutivos de la infracción administrativa “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, tipificada en el artículo  78  del Código Tributario, conducta que lesionó el bien jurídico tutelado sean las facultades de control, administración y recaudación otorgadas por el ordenamiento a la Administración Tributaria, por lo que el interesado (la interesada) se hace acreedor  (a) de una sanción de multa pecuniaria equivalente a medio sdalario base por cada mes o fracción de mes sin que la sanción pueda superar el tope de tres  salarios base. Siendo que la obligación debió cumplirse el día … y se cumplió el día…. sobrepasó los tres meses de omisión del cumplimiento de su deber formal, ….”. De conformidad con el artículo 88 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, no habiendo mediado actuación previa de la Administración Tributaria para instar el cumplimiento del deber formal, aplica la reducción del monto de la sanción por un setenta y cinco por ciento (75%), por lo que corresponde imponerle la sanción por el monto de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números), lo anterior considerando que el salario base para el año de comisión de la infracción es de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números). De conformidad con el artículo 75 del Código Tributario, la multa impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución. 

POR TANTO:

Se  establece que (nombre y cédula), incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 78 del Código Tributario, al omitir (indicar la falta). En consecuencia, se le impone una sanción equivalente al cincuenta por ciento 50% de un salario base por cada mes o fracción de mes durante el tiempo del incumplimiento, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base con la reducción de un 75% conforme al artículo 88 del mismo Código para un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.







GERENTE TRIBUTARIO

Original: expediente

Copia: interesado




DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE……



PROPUESTA MOTIVADA ARTÍCULO 78





		Fecha

		Número:



		Nombre del contribuyente o declarante:



		



		Cédula:



		Nombre comercial:



		Domicilio Fiscal:  provincia:

		cantón:



		distrito:

		barrio:

		dirección exacta:



		



		



		Teléfono N°  

		Fax N°



		correo electrónico:



		El suscrito, funcionario a cargo del estudio, ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios Por cuanto incumplió, en el plazo reglamentario, con la obligación de (marque con “X”):



		

		Inscribirse ante la Administración Tributaria



		

		Desinscribirse ante la Administración Tributaria



		

		Modificar la información del domicilio fiscal



		

		Modificar la información del representante legal



		Por lo que se emite la presente propuesta motivada que constituye el inicio del procedimiento sancionador.



		Prueba documental que se adjunta:



		1.

		



		2.

		



		3.

		



		

		

		



		Nombre del funcionario

		Cédula

		Firma



		Sello de oficina:








RESOLUCIÒN Nº xxxxxx ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE….  a las … horas con……minutos  del (fecha). Conoce esta Administración Tributaria de propuesta motivada por la infracción administrativa tipificada en el artículo 78 “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, en contra de (nombre y cédula).

RESULTANDO:

1. Que según consta en acta de hechos de fecha xxx (a continuación detallar con claridad lo consignado en el acta de hechos)  (folios ….) 

2. Que mediante propuesta motivada de fecha…. el funcionario a cargo del estudio, indica que ha comprobado que el sujeto pasivo arriba indicado incurrió en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios por cuanto no ha cumplido, en el plazo reglamentario, con la obligación de: (Inscribirse ante la Administración Tributaria / Desinscribirse ante la Administración Tributaria / Modificar la información del domicilio fiscal / Modificar la información del representante legal)  (folio  ….) 

3. Que en los procedimientos se han observado los trámites de ley. 

CONSIDERANDO:

I.-Que el artículo 128 inciso a) aparte ii) del Código Tributario establece la obligación formal de los contribuyentes de “Inscribirse en los registros pertinentes, a los que deben aportar los datos necesarios y comunicar, oportunamente, sus modificaciones”.  

Por su parte el plazo para cumplir este deber formal es de ….. días hábiles conforme al artículo 32 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria que dispone: 

“Artículo 32.—Obligación de Inscripción, desinscripción o modificación. Los contribuyentes, responsables y declarantes deben presentar la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el inicio o cese de actividades, sobre el representante legal o domicilio fiscal, mediante la presentación del Formulario D-140 "Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción Registro Único de Contribuyentes", o del formulario o formularios que eventualmente lo sustituyan para el cumplimiento de los mencionados deberes formales, o mediante cualquier otro medio que establezca la Dirección General de Tributación. El plazo para presentar la declaración de desinscripción o modificación es de diez días hábiles y siempre que la Ley no determine otra cosa, plazo que correrá a partir del día siguiente al cese de actividades o de la modificación respectiva, salvo en el caso del representante legal, que será a partir del día siguiente a la inscripción respectiva en el Registro Público. Tratándose de los representantes de entidades previstas en el artículo 17, inciso c) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el plazo correrá desde el cese de actividades de la entidad o de la modificación respectiva.

Respecto de la obligación de inscripción, está deberá cumplirse al iniciar actividades.” (El subrayado no es del original)

La omisión en el cumplimiento de esta obligación constituye una infracción que, según lo dispuesto en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: 

“Los contribuyentes, responsables y demás declarantes que omitan presentar a la Administración Tributaria la declaración de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal, en los plazos establecidos en los respectivos reglamentos o leyes de los diferentes impuestos, deberán liquidar y pagar una sanción equivalente al cincuenta por ciento (50%) de un salario base por cada mes o fracción de mes, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base.” (El subrayado no es del original)

II. Estima esta Gerencia, que en virtud de las obligaciones impuestas,  el (la) interesado (a) es el único responsable ante el Fisco por la omisión en que incurrió, pues se demostró que no presentó, dentro del plazo establecido reglamentariamente, el formulario “Declaración de Inscripción, Modificación de Datos y Desinscripción”, razón por la cual ha incurrido en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, conforme se pasa a analizar.

A) NATURALEZA DE LA INFRACCIÓN Y SANCIÓN TIPIFICADAS EN EL ARTÍCULO 78 DEL CÓDIGO DE NORMAS Y PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS. 

Nuestro ordenamiento tributario sancionatorio ha tipificado dos grupos de infracciones, según el tipo de obligaciones a cargo del sujeto infractor que se incumplan, a saber: a) de carácter formal como la que nos ocupa y, b) de carácter sustantivo o material. Al respecto, la norma del artículo 78 sanciona la omisión en el cumplimiento de deberes de naturaleza formal, con una sanción de índole pecuniaria equivalente a medio salario base por cada mes o fracción de mes en que incurra en omisión, con un tope de tres salarios base.

B) ATRIBUCIÓN DE LA INFRACCIÓN AL SUJETO PASIVO. 

Ha quedado debidamente acreditada la omisión de la declaración (de inscripción, desinscripción o modificación de información relevante sobre el representante legal o su domicilio fiscal) conforme consta en los documentos probatorios del expediente. En razón de lo anterior se tiene plenamente acreditada la comisión de la conducta infractora, por parte del (de la) interesado (a). 

C) LESIÓN DEL BIEN JURÍDICO TUTELADO. 

Dicha conducta quebranta y daña el bien jurídico tutelado, cual es el Fisco y la Hacienda Pública costarricense, así como las potestades de ficalización y recaudación tributarias que vienen a ser los instrumentos para la protección de dicho bien. Al respecto se estima de plena aplicación al régimen sancionatorio del artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, las consideraciones de la Sala Constitucional, la cual se refiere a la sanción de cierre de negocio, más el bien jurídico tutelado resulta idéntico al dañado por la infracción por morosidad: 

“… IV-. Bien Jurídico tutelado. La satisfacción de intereses comunes en una sociedad, requiere de una Administración Pública eficaz, y esa eficacia depende en gran medida de su poder, otorgado en parte, para proteger la lesión o puesta en peligro de los bienes jurídicos que la sociedad estima como fundamentales. Es la potestad sancionadora el instrumento a través del cual se busca proteger estos intereses. En los Estados democráticos, se estima que ese poder punitivo es y debe ser la última ratio, lo que obliga a un uso prudente y racional del sistema sancionador. De esta forma se acepta que no sólo el Estado no puede pretender resolver todos los problemas de los ciudadanos y de la sociedad en general a través de la sanción, sino que tampoco puede tener poderes ilimitados para hacerlo. En ese sentido se habla del principio de utilidad, que exige la relevancia del bien jurídico tutelado y la idoneidad del medio para tutelar ese bien jurídico. Toda prohibición sin estos elementos se considera injustificada e ineficaz. La potestad sancionadora no es pues, un fin en sí misma, sino un medio para hacer más eficaz el ejercicio de otras potestades que el ordenamiento atribuye a la Administración para satisfacer intereses generales. (…) como sanción administrativa nace para proteger bienes jurídicos de máxima relevancia y trascendencia social, tutelados en los artículos 18 y 50 de nuestra Constitución Política. En términos generales busca la protección de la actividad financiera como sistema de recaudación y de la política fiscal para la aplicación de los recursos de acuerdo a los mejores criterios de justicia y equidad. En términos específicos, busca tutelar las funciones de “fiscalización y recaudación” de la administración tributaria con fines recaudatorios. Lo tutelado son las funciones de fiscalización y verificación, con la finalidad de proteger el sistema tributario como fuente fundamental de recursos para el desarrollo de la actividad financiera estatal y, al mismo tiempo, para asegurar un correcto funcionamiento de dicho sistema. Se acepta en doctrina que en un mismo sistema de ilícitos tributarios puedan coexistir figuras que adopten bienes jurídicos distintos. (…). Con ambos, en algunas causales en forma directa, y en otras indirectamente, se pretende velar por el correcto funcionamiento del sistema. (…) el bien jurídico tutelado es el único que puede ayudar a determinar, en cada caso concreto, si la conducta reprochada alcanzó un nivel de peligro que justifique la sanción. Ese análisis debe hacerse dependiendo de si la causal regulada busca la tutela de un deber formal o material (…) En síntesis, resulta válido y justificado el uso del poder punitivo del Estado, por medio de la sanción (…) en la medida que busca proteger bienes jurídicos de relevancia constitucional y trascendencia social. Determinada la justificación de utilizar el derecho sancionador en esta materia, corresponde en los considerandos restantes, analizar si el legislador respetó los parámetros constitucionales, especialmente los de tipicidad, razonabilidad y proporcionalidad en la regulación de esa potestad.” (SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, VOTO 2000-08191 de las 15:03 horas del 13 de setiembre del 2000. El subrayado no es del original). 

Como se ha dicho, la omisión del contribuyente ha quebrantado el bien jurídico tutelado, ya que a consecuencia de la misma, (si es de inscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y el interesado permanece oculto ante las facultades de control y recaudación que esta ejerce”. Si es de desinscripción: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de los obligados tributarios y podría estar desviando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce contra individuos que están fuera de su esfera de competencia al no ser sujetos de interés, además se alteran las estadísticas de previsión de ingresos tributarios que sirven de base para la toma de decisiones en el campo de la política fiscal, ya que la no desinscripción a tiempo alimenta las bases de registros tributarios que se desactualizan o reflejan información de más,  a causa de la conducta omisiva de los obligados a desinscribirse”. Si es por no modificación de información relevante sobre el representante legal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada de quién puede actuar a nombre de los obligados afectando las  facultades de control y recaudación que esta ejerce, no pudiendo verificar adecuadamente la legitimación de quienes actúan en las gestiones que se presentan ante ella, o dirigiéndose a personas que ya no ostentan representación alguna, pudiendo generarse nulidades en sus actuaciones tendentes en última instancia a concretar las facultades de control o recaudación del Fisco”. Si es actualización del domicilio fiscal: “la Administración Tributaria no cuenta con información actualizada del lugar para efectuar notificaciones o ejercer las funciones de fiscalización, pudiendo generarse nulidades en las actuaciones de notificación, o invisibilizar al obligado tributario ante la Administración, impidiéndole ejercer con eficacia las facultades de control o recaudación del Fisco.”) Por las razones antes expuestas la conducta del infractor no solo se encuentra debidamente tipificada sino que ha lesionado el bien jurídico tutelado conforme se acaba de explicar. 

D) INEXISTENCIA DE CAUSAS EXIMENTES DE CULPABILIDAD. 

[bookmark: _Toc357772136]De conformidad con el artículo 71 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios: “Las infracciones administrativas son sancionables, incluso a título de mera negligencia en la atención del deber de cuidado que ha de observarse en el cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios.” En relación con la aplicación de causas eximentes de responsabilidad, a pesar de que no existen o no se prevén en forma expresa causas eximentes de responsabilidad para efectos de las infracciones administrativas tributarias, debe mantenerse su existencia por remisión a las causas de justificación y exculpación previstas en la legislación penal. Sin embargo, no se encuentran razones legítimas,  que hagan suponer la existencia de una causal eximente de culpabilidad atribuida a la negligencia o falta del deber de cuidado en el cumplimiento de las obligaciones formales a que se refiere esta resolución. En este sentido el Tribunal Contencioso Administrativo ha manifestado: 

“En todos los casos, a la Administración Tributaria le corresponde acreditar, según el principio de libre valoración de la prueba y mediante el procedimiento sancionador referido en esta sección, que el sujeto pasivo es el autor de las infracciones (…).el sancionatorio, (…), tiene por fin establecer la vinculación del sujeto investigado con la conducta que se estime indebida, sea, la reprochabilidad de los hechos motivos de la infracción. Más sencillo, la finalidad de esa fase es fijar que el investigado es el autor de la infracción, es decir, que los efectos de las conductas y omisiones le son imputables y referibles. Ergo, es dentro de esta fase que se determina que se está frente a una conducta típica, antijurídica y culpable…” (N° 3847-2010. TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEXTA. DE LAS OCHO HORAS TRECE MINUTOS DEL TRECE DE OCTUBRE DEL DOS MIL DIEZ. El subrayado no es del original). 

lll. Que de acuerdo con los autos, esta Administración Tributaria tiene por acreditados los hechos constitutivos de la infracción administrativa “Omisión de la declaración de inscripción, modificación o desinscripción”, tipificada en el artículo  78  del Código Tributario, conducta que lesionó el bien jurídico tutelado sean las facultades de control, administración y recaudación otorgadas por el ordenamiento a la Administración Tributaria, por lo que el interesado (la interesada) se hace acreedor  (a) de una sanción de multa pecuniaria equivalente a medio sdalario base por cada mes o fracción de mes sin que la sanción pueda superar el tope de tres   s base, siendo que la obligación debió cumplirse el día … y a la fecha de esta resolución no ha sido cumplida, corresponde imponer la sanción por el monto de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números), lo anterior considerando que el salario base para el año de comisión de la infracción es de (indicar monto en letras y entre paréntesis en números).  De conformidad con el artículo 88 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, si dentro del término para recurrir esta resolución el interesado repara el incumplimiento, el monto de la sanción se reducirá en un 25%, si además, dentro del mismo término paga la sanción la misma se reducirá en un 30%.  De conformidad con el artículo 75 del Código Tributario, la multa impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución. 

POR TANTO:

Se  establece que (nombre y cédula), incurrió en la infracción administrativa contemplada en el artículo 78 del Código Tributario, al omitir (indicar la falta). En consecuencia, se le impone una sanción equivalente al cincuenta por ciento de un salario base por cada mes o fracción de mes durante el tiempo del incumplimiento, sin que la sanción total supere el monto equivalente a tres salarios base para un total de (monto en letras y luego en números).  Cuyo pago deberá hacerse efectivo en cualquier banco del Sistema Bancario Nacional, mediante el formulario D-116, el cual está disponible en la página web http://www.dgt.hacienda.go.cr y deberá imprimirse en tres tantos y presentarse ante la entidad recaudadora autorizada. De conformidad con el artículo 88 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, si dentro del término para recurrir esta resolución el interesado repara el incumplimiento, el monto de la sanción se reducirá en un 25%, si además, dentro del mismo término paga la sanción la misma se reducirá en un 30%. La sanción impuesta devengará los intereses citados en el artículo 57 del mismo Código, a partir de los tres días hábiles siguientes a la firmeza de esta resolución.Conforme al artículo 150 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, cuenta el (la) interesado (a) con un plazo de cinco días hábiles, a partir del día siguiente de la notificación de este acto, para plantear el  recurso de revocatoria o de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, según sea su elección. En todo caso el recurso deberá presentarse ante esta Administración tributaria, siendo esta la encargada de remitirlo en alzada junto con el expediente en caso de presentarse el recurso de apelación. De conformidad con el artículo 91 del Reglamento del Procedimiento Tributario se previene al obligado tributario para que señale medio o lugar para recibir notificaciones; en caso de que no lo haga, las resoluciones o actos que se dicten con posterioridad a esta resolución, quedarán notificados con el solo transcurso de veinticuatro horas, después de dictados. Notifíquese al (a la) interesado (a) en la dirección que consta en autos.
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DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN  

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA DE ______________



ACTA  DE  HECHOS



		En:



		



		(Dirección exacta)



		



		a   las

		

		horas del

		

		de

		

		del 201

		  



		Presente (s) el (la) (los) funcionario (a) (s) de la Dirección General de Tributación:



		



		



		(nombre y cédula)



		en el negocio denominado:



		propiedad del contribuyente:



		cédula:

		y en presencia de del (la) señor (a):



		



		(nombre y cédula)



		en su calidad de:

		del referido establecimiento. 



		De conformidad con los artículos 103, 104, 116, 123 y concordantes del Código de Normas y Procedimientos Tributarios hago (hacen) constar lo siguiente:



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		



		Leída la presente acta al compareciente, se tiene por terminada el Acta y todos firmamos.  En este acto se entrega copia al contribuyente por intermedio de la persona arriba indicada, quien (  ) deja constancia del recibido con su firma (   ) no quiso firmar



		

		

		





		

		

		



		

		

		



		Firma, nombre y cédula

		Firma, nombre y cédula

		Firma, nombre y cédula










